Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Son las 10:09). 


—La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda da la bienvenida al señor ministro de 
Transporte y Obras Públicas y a la delegación que lo acompaña. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor presidente: no sé si es lo mejor, pero hemos optado por solicitar a los 
directores que hagan las presentaciones correspondientes sobre cada dirección del ministerio. De ese 
intercambio podrán surgir valoraciones generales o preguntas, que —por cierto- con mucho gusto 
vamos a responder, pero nos parece que esta puede ser una forma de ir directamente a lo importante y 
no repetir planteos que tal vez a esta altura no sean necesarios, en función de que esta gestión se 
viene desarrollando desde hace un tiempo y de que ha habido distintas instancias de intercambio, 
incluso en esta propia rendición de cuentas. 


Si el criterio se habilita, el Director Nacional de Hidrografía iniciaría su presentación de lo que 
hemos previsto desarrollar durante los años 2016 y 2017 y respondería sobre lo trabajado durante el 
año 2015. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el ingeniero Jorge Camaño, Director Nacional de Hidrografía. 


SEÑOR CAMAÑO.- Buenos días. Es un honor estar aquí. No es la primera vez que concurrimos a este 
ámbito, y cada vez que venimos sentimos el orgullo de hablar sobre las responsabilidades que 
tenemos en el ámbito que representamos. 


De acuerdo con lo que el señor ministro estaba comentando, la Dirección Nacional de 
Hidrografía tiene un presupuesto, de acuerdo con la ley vigente, del orden de los $ 550:000.000 por 
año, de los cuales, aproximadamente $ 200:000.000 son para el mantenimiento del programa, es decir, 
de las instalaciones en todo el país. Mucho de ello se logra a través de contratos tercerizados de 
seguridad, jardinería, mantenimiento, tractoristas. O sea, no solo nos ocupamos de la cadena de más 
de 15 puertos que tenemos desde Bella Unión hasta la Charqueada, sino también de algunas 
entidades de riego que poseemos como en Las Cañas y Colonia Tomás Berreta. También nos 
ocupamos de algunos mantenimientos de represas como es el caso de Canelón Grande. 


De todas maneras, algunas de estas responsabilidades, particularmente en lo relativo a las 
represas de agua, se las pasamos al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, por ejemplo, en el caso de la laguna del Sauce. Una vez que la dejamos en inmejorables 
condiciones, repito, trasladamos esa responsabilidad a dicho ministerio que se lo ha dado a gestionar a 
la empresa regional de OSE en el departamento de Maldonado. 


Como decía, tenemos aproximadamente unos $ 300:000.000 que dedicamos a obras nuevas 
por año y unos $ 200:000.000, que componen lo que llamamos el mantenimiento de rutina de toda esta 
cadena de inversiones de las que he hablado. 


Me interesa destacar algo, aunque reconozco que digo algo semejante en cada oportunidad 
que asisto a las comisiones del Senado y de la Cámara de Representantes. 


La Dirección Nacional de Hidrografía obtiene una recaudación directamente de sus usuarios, 
que en el año 2015 alcanzó los USD 6:000.000. Si a ello le sumamos el gasto turístico de los nautas 
que veranean en su barco —si no vienen acá, gastan ese mismo dinero en otro lado; o sea que sería un 
turista que se pierde—, estamos muy por encima, en lo que hace simplemente a recaudación fiscal, de 
lo que el Estado invierte en obra nueva, en el llamado «patrimonio náutico». 


Esto nos deja tranquilos. No se trata de inversiones frívolas sino que, por el contrario, tienen 
una rentabilidad económica interesante para el país y para la economía en su conjunto. 


A su vez, así como digo que recaudamos directamente seis millones de dólares e invertimos 
diez, se desprende que no son rentables financieramente. Por eso es difícil que un privado se haga 
cargo de un puerto privado en ámbito marítimo en el Río de la Plata o en el océano Atlántico, porque 
el tipo de inversiones que lleva son a muy largo plazo —una escollera bien hecha y bien mantenida 
puede durar 100 años sin ningún problema-— y difícilmente calza con el horizonte de una inversión 
privada. Por eso históricamente el Estado se ha dedicado a obra nueva y particularmente marítima. 


A pesar de ello, alguna inversión privada tenemos por el lado de lo fluvial porque necesita 
mucha menor obra de protección. Así han surgido algunas iniciativas como el puerto Camacho en 
Carmelo y algunas otras que están presentadas en ese ámbito, donde no es necesaria la construcción 
de grandes obras de protección. 


Como decía, en el año 2015 nuestro crédito fue de $ 547:000.000 que se ejecutaron 
íntegramente. Directamente ejecutamos $ 538:600.000 y le traspasamos a la Dirección Nacional de 
Topografía, $ 6:400.000 que se dedicaron a la expropiación de los terrenos necesarios para continuar 
las obras pendientes durante algunos años, previstas en el plan de regularización hídrica de los 
bañados de Rocha. 


Estas obras eran un poco extrañas, en el sentido de que eran obra pública en terreno privado. 
Fue muy difícil llevar esto adelante porque a nivel privado había distintas opiniones e intereses, aunque 
redundan en el interés general y no necesariamente en el interés particular de algún vecino. 
Finalmente, la única manera de poder hacerlas fue expropiando las fajas de construcción, digamos, de 
canales y vertederos, y eso fue lo que motivó que durante el año 2015 se adjudicaran las obras de las 
cañadas La Perra y Agosto Cabrera, que en este momento están en construcción. Esto va más allá de 
las dificultades que este año se han dado a nivel climático, con la inundación de los bañados de Rocha 
al momento de comenzar las obras. Esto implica subir nuevamente las máquinas al pequeño montículo 
que se encuentre y esperar que baje el agua para seguir trabajando. 


Como decía, ejecutamos la totalidad del crédito disponible. Me interesa destacar 
fundamentalmente, como obras que se llevaron buena parte de la inversión en el 2015, la construcción 
de las tres nuevas marinas de Piriápolis, que aumentaron la capacidad del puerto a 160 
embarcaciones. O sea que incorporamos 106 amarras de primer nivel, totalmente comparables con las 
mejores de Punta del Este, con varales, electricidad, agua, en fin, con todos los servicios. Por ello, hoy 
en día, entre Piriápolis y Punta del Este estamos en condiciones de ofrecer 750 amarras con todos los 
servicios. Estimamos y somos muy optimistas de que este verano, luego de un par de años en los 
cuales no estuvimos con el puerto lleno —sí con una muy buena ocupación por arriba del 90 %, pero no 
con el puerto lleno y con lista de espera como alguna vez tuvimos—, Punta del Este va a estar 
seguramente lleno y esperemos que Piriápolis comience a entrar en el mercado, que nos empiece a 
conocer la clientela y siga ese mismo camino. 


Como decía, entonces, la obra principal en la que invertimos durante 2015 un cifra del orden 
de los $ 7:500.000, fue en las tres marinas nuevas de Piriápolis. Esta obra se sigue y estamos 
trabajando e invirtiendo una cifra semejante durante 2016 en la construcción de un muelle del orden de 
100 metros de largo contra toda la escollera exterior. Después de las marinas nuevas continúa la 
escollera y adosado a ella estamos construyendo un muelle de unos 100 metros de largo que va a 
servir para maxiyates, para pesqueros de altura y para algún tipo de barco de hasta 100 metros que 
pueda estar en condiciones o con necesidad de ingresar a un puerto con una muy interesante 
profundidad natural como es el puerto de Piriápolis. 


Esa es una obra interesante, de desarrollo portuario importante que, en función de lo que es 
la capacidad de inversión de la Dirección Nacional de Hidrografía, nos viene matando en el sentido de 
que se lleva la parte del león. Se llevó la parte del león en 2015, se lleva la parte del león de las 
inversiones en 2016 y está previsto que la obra termine a mediados de año de 2017 con una inversión 
no despreciable por cierto. 


La otra obra en la que estuvimos trabajando en el 2015 fue en la parte de pesca artesanal de 
La Paloma, en la que hemos generado toda una zona nueva. Sabido es que en La Paloma, incluso en 
2015, pasamos todo lo que era muelles comerciales a la ANP, es decir el dos y el tres. El muelle tres es 
el que no está operativo, pero el muelle dos está trabajando con la operativa de llevar madera por 
cabotaje desde la zona del este del país hacia Fray Bentos. Ahora eso está bajo la administración y la 
responsabilidad de la ANP, que es la que está en condiciones de hacerlo porque nosotros, como 
Administración central, tenemos muchas más dificultades para contratar, para hacer tareas de relación 
con clientes comerciales. Reitero que eso ahora está en manos de la ANP. 


La Dirección Nacional de Hidrografía se ha concentrado en lo que es turismo deportivo en el 
muelle reconstruido de hormigón, que es excelente. En toda esta parte nueva contra la escollera y una 
vieja playita que había —la escollera larga que defiende el puerto de La Paloma- hemos hecho una 
marina. Estamos construyendo un muelle y falta un muelle y rampa que van a ser construidos durante 
el año próximo. Este año interrumpimos esas obras para dar prioridad a Piriápolis en el sentido de 
terminar, en la medida de lo posible, todas las obras en agua, que son muy costosas en cuanto al 
equipamiento que llevan. En el 2017 debemos concentrarnos en terminar Piriápolis y atacar entonces 
toda la parte que falta en pesca artesanal para La Paloma incluyendo —eso ya está en marcha y lo 
tenemos pero a nivel provisorio; me gustaría realmente mejorar la calidad de esas infraestructuras— 
una zona de venta al público de pescado fresco directamente de los pescadores artesanales al turista. 
Estimamos y estamos muy de acuerdo con la Intendencia de Rocha y con el alcalde de La Paloma en 
cuanto a que es un atractivo que estaba faltando en esa zona. Hoy no hay un turista que no pase por 
Punta del Este y disfrute de lo que es la venta de pescados y mariscos pescados por la propia flota 
surta en el puerto y lo mismo empezamos a hacer este verano en La Paloma y pretendemos mejorar. 


En 2015, también se hizo una reconstrucción parcial del muelle de isla Gorriti que estaba en 
muy mal estado. Se mejoró desde todo punto de vista, pero no fue el arreglo definitivo que es el que se 
está haciendo en este momento. También se terminó con la inversión «grande» —para decirlo de alguna 
manera- de construcción del muelle de Villa Soriano que estimamos que es una joyita fluvial. La idea 
nuestra es generar más alternativas para el navegante a nivel fluvial en Colonia, Carmelo, Higueritas, 
Villa Soriano, Mercedes y toda una serie de circuitos náuticos que es importante ofrecer porque es lo 
que genera el movimiento de los turistas. En la propaganda de la tarjeta Oca que aparece en estos 
días, se filmó —seguramente desde un helicóptero— el nuevo muelle de Villa Soriano y podrán apreciar 
que es una belleza; ambientalmente es un lugar espectacular. En este caso, no solo se hizo el muelle, 
sino también la sede de hidrografía, con una pequeña oficina, baños, vestuarios y demás servicios para 
los nautas. 


Como dije, la inversión de Piriápolis es tan importante para nosotros que nos deja poco 
margen para otras obras de nivel importante, pero sí estamos haciendo mejoras en todos lados como, 
por ejemplo, en los baños de Riachuelo que actualmente brinda un servicio de primer nivel. 


La Dirección Nacional de Hidrografía tiene tres grandes misiones: la parte portuaria, la parte 
de vías navegables y la parte de obras hidráulicas. En cuanto a las obras hidráulicas, estamos 
embarcados en la continuación de las obras de los bañados de Rocha. En 2015, que es el año del que 
estamos rindiendo cuentas aquí, se invirtió poco porque se invirtió exclusivamente en lo que era la 
expropiación de los terrenos. Este año estamos haciendo obras y nos esperan otras más que 
probablemente se van a licitar el año próximo para ser ejecutadas en 2017 y 2018, y van a redundar en 
una mejora muy importante de las playas de Rocha. La idea es que a través de estas obras se vuelva 
al régimen anterior, esto es al régimen normal de escurrimiento hacia la laguna Merín. Estas no son 
obras baratas. En realidad, ninguna obra hidráulica es barata e insumen millones de dólares. En lo que 
hace a las vías navegables, hemos mantenido el sistema de balsas gratuito y tan usado por miles y 
miles de compatriotas en lugares en los cuales no está previsto, por un montón de razones, la 
construcción de nuevos puentes, entre ellas, seguramente porque no se justifica y, además, por el 
costo elevado que tienen. Este es el caso, por ejemplo, de la zona de San Gregorio de Polanco donde 
el lago del Rincón del Bonete es difícil de atravesar. Hay miles y miles de usuarios que utilizan nuestro 
sistema de balsas. A ellos les damos todo el apoyo que podemos y no tenemos mayores críticas, sino 
todo lo contrario; lo que la gente nos pide es que trabajemos 24 horas, pero es muy difícil poder 
hacerlo por razones de seguridad. No es fácil hacer recorridos, que en algunos casos son un poco 
largos, en la noche cerrada. Además, no tenemos personal para mantener los turnos necesarios para 
trabajar 24 horas. Contamos con un régimen importante, que a veces se extiende hasta las 22 horas, 


pero no podemos cubrir 24 horas. Ahora, en general, los ciudadanos que utilizan nuestros servicios no 
presentan mayores quejas, sino todo lo contrario. 


En las vías navegables, también apoyamos al ministerio en el asesoramiento relativo a los 
canales. Tratamos de estar cerca, de asesorar a la CARU y a la CARP cuando tienen alguna licitación 
en marcha y darle nuestro parecer al señor ministro en este tipo de tareas. En este tema, también 
gastamos algún dinero en estudios de consultoría. Como los señores senadores conocen, el proyecto 
del puerto de aguas profundas sigue siendo un proyecto importante y estratégico para el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. En ese sentido, hemos tratado de seguir estudiándolo seriamente para 
dejar de lado las incertidumbres en cuanto al clima de olas, arrastres de sedimentos y las posibles 
modificaciones de la costa que podría generar una infraestructura de este tipo en el tramo de costa en 
el que se ha decidido insertarlo. Hemos avanzado mucho en el conocimiento de esos aspectos 
técnicos y a la hora de avanzar con el proyecto estamos en condiciones de ponerlos arriba de la mesa. 


Otro estudio importante que estamos llevando a cabo es el de estabilidad, diagnóstico y 
análisis de la represa de Canelón Grande. Como los señores senadores saben, por encima esta es una 
represa hay un puente que forma parte de la ruta 5, ni más ni menos. Este también es un punto 
estratégico de la red vial nacional, al que le estamos dedicando estudios para saber en qué estado está 
y qué obras de mantenimiento son necesarias. 


SEÑOR MINISTRO..- Quisiera hacer algunas puntualizaciones. 


El tema de los bañados de Rocha, es un viejo tema, tiene una vieja historia. En años como el 
que nos toca recorrer -2016-— con picos de precipitaciones muy importantes que generan inundaciones, 
este tema está al rojo vivo. Así ha sido. Estamos trabajando en los lineamientos planteados por el 
ingeniero Camaño sobre la base de un libreto general: el programa de recuperación de los bañados de 
Rocha y las obras de recanalización de sus drenajes —por ejemplo, el que se usa habitualmente, el 
canal Andreoni-, para procurar liberarlo de corrientes. 


Todos conocemos los perjuicios que genera sobre la costa: a esos perjuicios de 
contaminación —no deseada, por supuesto— se sumó estos meses y, en particular, en las inundaciones 
de abril, un deterioro muy grande de las costas del canal, que son de arena y fueron socavadas 
fuertemente, lo que hizo que se ensanchara. Esto generó situaciones de peligro, entre otras, socavó y 
puso en riesgo la estabilidad del puente carretero que, por otra parte, es la única conexión que 
tenemos con esa zona del país. Se trabajó con los ingenieros de vialidad y la empresa encargada de la 
ruta en el intento de mantener el tránsito, pero esto generó que tuviéramos que instrumentar la 
construcción de un nuevo puente, lo que estamos haciendo en este momento. Cuando abordemos los 
temas específicos de vialidad, veremos que no es un tema menor, sino que para ello se requiere una 
importante inversión que, como dije antes, se está haciendo en este momento. 


Además, hemos gestionado la recomposición del trabajo de algunos equipos, que ya estaban 
definidos en las disposiciones vigentes pero se habían ido desgastando en lo que refiere a su 
funcionamiento. 


En primer lugar, las autoridades de la propia Intendencia de Rocha, los legisladores del 
departamento y las organizaciones de productores y vecinos, se han constituido en una red de trabajo. 
Podemos decir que el seguimiento de las obras que se desarrollan en los bañados, permanentemente 
pone de manifiesto la complejidad de esta situación, ya que a menudo aparecen intereses y 
aspiraciones contrapuestos en lo que hace a la solución. Por supuesto, hay un libreto general, una 
partitura general, pero cada paso se debe dar en forma coordinada. 


El mes pasado se hizo acá en Montevideo la última sesión de esta comisión y hemos 
acordado una nueva instancia en el mes de setiembre en el departamento de Rocha, en el propio lugar, 
en la localidad que decidan los propios interesados. No sabemos si será en La Coronilla, en Lascano o 
en la propia capital de Rocha, pero ahí va a haber una nueva instancia en la que se irá dando 
seguimiento a los trabajos que se están realizando. Algunas tareas fueron decididas y aprobadas por 


consenso y ciertos temas se están analizando porque, como recién les decía, hay aspectos 
contrapuestos. 


Lo que está previsto —algunas cosas ya se están realizando y otras se encuentran en los 
procesos licitatorios— son las dos cañadas recién mencionadas —de la Perra y de Cabrera-, la limpieza 
de algunos de los esteros, como Estero de Pelotas y demás —fueron aprobados y había que hacer la 
limpieza—, y el vertedero, que es una obra importante de ese paraje tan bonito que hay en el Cebollatí, 
donde nació el «Chueco» Barrios, que se llama Averías. En ese paraje hay un vertedero importante, 
que implica una obra de represamiento y canalización, estimada en USD 4:000.000, hacia el arroyo 
Llambí. Se está preparando el proyecto del llamado. Eso es lo que fue acordado por consenso. 


Asimismo, hay otros temas que tienen que ver con las costas del Cebollatí sobre los que hay 
posiciones contrapuestas; según la altura donde residen o trabajan los vecinos, hacen distintas 
valoraciones. Estas son las precisiones respecto a este tema, que está bien vigente y que en un año 
como 2016, por cierto, se puso en un primer orden de atención. 


SEÑOR BORDABERRY.- Como decía en el día de ayer el señor senador Heber, esto es efectivamente 
una rendición de cuentas de lo que se hizo y lo que se va a hacer; no se trata solamente de discutir 
artículos para ver si cambiamos algún impuesto o algún rubro de lugar. En ese sentido, ante lo 
expresado por el señor director, yo me había anotado lo siguiente. El proyecto de regulación hídrica de 
los bañados de Rocha fue aprobado por un decreto en el año 2004. En aquel entonces se estimaba 
que el valor de este proyecto era de aproximadamente USD 9:500.000, pero al día de hoy, dado el 
aumento de los costos de construcción y demás, asciende a USD 30:000.000. Lleva una cantidad de 
cosas: terraplenes, alcantarillas, presas, en fin, todo lo que se ha mencionado acá, y espera hace rato. 
Creo que no haberlo hecho afectó, como bien dijo el señor ministro, el puente de la ruta 9, en La 
Coronilla, que está en una situación muy precaria, y advertimos que los arreglos que se hicieron —tuve 
oportunidad de estar allí hace poco— no van a dar resultado. Ahí es necesario hacer una obra mucho 
más de fondo porque si nos quedamos sin ese puente vamos a encontrarnos en graves problemas y 
creo que no tengo que aclarar lo que significa la vía de conexión hacia el Chuy y hacia el sur de Brasil. 


Ahora se anuncia que finalmente vamos a hacer obras. Pienso que, ya que hay un plan que 
fue aprobado por decreto y está vigente, quizás el señor ministro pueda ayudarnos diciéndonos qué 
etapas ya se cumplieron y cuáles se van a cumplir hacia adelante. El plan es muy detallado y el 
decreto es muy detallista; dice exactamente el tipo de obra que se va a realizar en cada lugar y las 
cosas que hay que hacer en cada zona para lograr todos los fines. No se trata solamente de evitar 
inundaciones como las que tuvimos recientemente, sino mucho más que eso. Hay que restablecer el 
escurrimiento natural hacia la laguna Merín, sacar el de la laguna Negra para que no vierta en La 
Coronilla, etcétera. 


Además -y aclaro que los voy a ayudar en lo relativo a la financiación—, creo que estas obras 
van a redundar en enormes beneficios para los productores de la zona que van a poder evitar el 
anegamiento de sus predios, explotarlos mejor y tomar agua para las actividades agropecuarias, para 
el arroz, etcétera. 


El Código Tributario prevé que cuando hay una obra pública que beneficia a un predio se 
pueden establecer contribuciones especiales. Si estas obras van a permitir que se haga una mejor 
explotación de esos predios y, por ende, van a valer más, se debería contribuir —no en todo pero sí en 
parte— a ellas como lo habilita el ordenamiento jurídico nacional. No sé si eso también lo han 
considerado porque me parece que en todas las reuniones que se hacen a la larga esto tendría que 
estar arriba de la mesa. Se les podría plantear a los productores: «Usted antes tenía problemas, no 
podía explotar sus campos porque estaban todos anegados y ahora se hizo el Canal Andreoni y puede 
explotarlos de otra forma». 


Por otro lado, me gustaría saber si hay una suerte de policía administrativa porque todos 
sabemos lo que sucedió. Ante la falta de obras del Estado, los productores hicieron sus propias obras 
y, en esos casos, gana el que está en la parte de arriba y pierde el que está en la de abajo. Gana el 
que está del otro lado del Cebollatí, en Lavalleja, arriba, porque el agua escurre hacia allí rápidamente 
y los que están abajo se van a ver perjudicados por eso. Reitero que no sé si todo esto se está 


considerando y si se está trabajando al respecto. Soy consciente de que no es posible que nos den 
toda esta información ahora, pero me gustaría saber si hay un plan de cumplimiento de todo eso. A su 
vez, cuando el año que viene estemos aquí sentados nuevamente junto a ustedes —de esta forma les 
estamos poniendo la zanahoria arriba de la mesa—, para nosotros sería importante ver cuánto se ha 
avanzado y para eso les pedimos que nos envíen el plan de este año. 


SEÑOR MINISTRO.- Me parece bien, pero creo que no hay que esperar al año que viene. Sin perjuicio 
de lo que hoy podamos avanzar, estamos en condiciones de combinar con la comisión correspondiente 
del Senado para hacer, cuando esta lo disponga, una presentación sobre toda la historia, lo que se ha 
hecho y lo que creemos que es recomendable hacer en esta etapa. Hacemos los planteos procurando 
construir consensos con los vecinos que tienen visión, experiencia y conocimiento y, en muchos casos, 
intereses propios. No hay que perder de vista cómo empezó esta historia. Comenzó con una agresión 
que se resolvió por parte de las autoridades de gobierno en determinado momento porque hubo 
quienes pretendieron cambiar la naturaleza por la sola fuerza de su voluntad y capricho. A partir de esa 
situación, se generaron perjuicios por el deterioro no solo de la costa sino también del bañado. Cuando 
se tomó esa decisión, aparte de la voluntad de cambiar la naturaleza, también estuvo el interés de 
favorecer determinadas situaciones, intereses y bienes particulares, perjudicando otros. Es cierto que 
se presentó un plan general que fue revisado en líneas generales y se confirmó que el objetivo era 
volver a llevar los drenajes y escurrimientos hacia el cauce de la laguna Merín y tratar de impedir que 
todo lo que no sea imprescindible escurra hacia el océano Atlántico, con los fenómenos de 
contaminación que se generan ahí. Es cierto que las obras definidas han sido muchas desde el origen 
y que tenían un determinado valor que, como bien dice el señor senador, se agotó en lo que se ha ido 
haciendo y seguramente se multiplicará por mucho hacia el futuro. 


Se han hecho obras. Podría traer el detalle en otra oportunidad; no quiero improvisar. 
Recuerdo que hace unos años, cuando ocupaba el cargo de ministro de Transporte y Obras Públicas, 
con el ingeniero Giuri participamos y dimos por terminadas distintas etapas de obra, pero se hizo 
menos de lo que significa cambiar efectivamente el curso del drenaje. Actualmente seguimos 
trabajando, a lo mejor con lentitud, pero consecuentemente en la dirección de lograr ese objetivo. Pero, 
¿qué sucede? Algunos propietarios actúan por sí, tal vez porque el proceso es lento, pero también 
porque no solo no están interesados en este, sino que son contrarios. A muchos de ellos no les 
favorece la regulación y han construido con la fuerza y la velocidad que tiene la actividad privada. 
Permanentemente se construyen obras que muchas veces se contraponen en sus resultados con las 
que brinda el Estado. 


Por cierto, existen de parte de la Dirección Nacional de Hidrografía determinadas 
responsabilidades que no eludimos, pero no es exclusivamente una competencia de esa dirección. En 
las reuniones que estamos organizando para recomponer el funcionamiento organizado hay 
participación de otros organismos como el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y la propia Intendencia de Rocha, que son 
autoridades imprescindibles para llevar esto adelante. 


También es cierto que, en algunos casos —como el del río Cebollatí al que hacía referencia—, 
el tema es complejo y, sinceramente, si hoy tuviera que decidir cuáles son las alternativas que están en 
juego, no me animaría a sacar una conclusión. Hemos participado en reuniones en las que se 
expresan vecinos que viven en la zona, que tienen opiniones de buena fe y, tal vez en función de su 
visión y sus intereses, están absolutamente contrapuestas. En ellas se cuestiona si hay que levantar el 
famoso muro, en qué trecho del río Cebollatí habría que hacerlo, si efectivamente hay que levantarlo y 
si el levantarlo no les generaría consecuencias a los vecinos de otras zonas. Es un tema complejo, 
señores senadores, es un tema que está vivo y en el que hay que estar actuando permanentemente. 
Por eso nos pareció muy importante esta forma de trabajo que estamos recomponiendo, pero no la 
inventamos nosotros porque desde el comienzo estaba previsto un equipo de seguimiento. 


En este trabajo tenemos definido, además de las obras de las dos cañadas que están en 
obra, la limpieza de los esteros, que va surgiendo de la necesidad de los vecinos. También está 
prevista la construcción de una represa, que es una obra importante que tiene que ver con el vertedero 
de Paso Averías. Pero hay otros temas a resolver. 


El tema del puente ha sido un imprevisto, algo que no estaba planificado, pero sucedió. El 
ensanche del canal ha jaqueado al puente, que actualmente está en construcción, pero está planificada 
una modificación del trazado para procurar salvarlo sin afectar estéticamente ese paraje tan 
importante. A su vez, se busca tener mejores condiciones para poder enfrentar la crecida del canal. 


Esta es una obra que no teníamos previsto hacer. Los compañeros de vialidad dirán qué 
monto requiere, pero creo que va a estar muy cerca de los USD 9:000.000 o USD 10:000.000. 
Actualmente se está ejecutando, pero no sé exactamente en qué etapa se encuentra. Si el señor 
presidente lo permite, la ingeniera García podrá explicarnos cuál es su situación actual. 


SEÑORA GARCÍA.- Efectivamente, el puente sobre el canal Andreoni estaba siendo monitoreado 
desde hace tiempo porque el proceso de erosión estaba en curso y se dispusieron obras para atender 
dicho proceso, pero las lluvias de abril, que fueron extraordinarias, generaron un incremento de más de 
un 40 % de los valores de registro históricos en el cauce del canal y se generó un problema adicional 
que tuvo que ser atendido. Se llevó adelante una primera medida de emergencia que permitió 
mantener el tránsito sobre el puente —que, como bien se señaló en sala, es un punto crucial- porque 
en ese momento estaba todo anegado y, si no se pasaba por ese puente, directamente se quedaba 
incomunicado. Quiero hacer notar el esfuerzo de muchísima gente, dentro y fuera del Estado, que 
aportó en ese momento para salir de la emergencia, permitiendo que no se interrumpiera 
prácticamente en ningún momento el pasaje y solo se limitó en algunas situaciones. Reitero que se 
tomó esa primera medida e inmediatamente se iniciaron las acciones relacionadas con la obra del 
nuevo puente. En lo personal, creo que estamos en una situación intermedia, porque tiene que dar una 
solución segura del puente y la solución del estado final del canal, con todas las acciones necesarias, 
no va a estar presente en el momento de la ejecución del puente, que es ahora. Estamos en una etapa 
en la que se han realizado estudios, contratamos a la Facultad de Ingeniería que actuó en forma 
inmediata y también a una consultora argentina que dio una versión que coincide totalmente con la de 
la facultad. El puente se va a ubicar; ya se está implantando la obra y se están haciendo las tareas 
iniciales para las atavías que permitan la entrada de los equipos, que van a ser muy potentes. Si 
recuerdan el puente —nadie mira los puentes de abajo—, sabrán que tiene un montón de patitas y 
muchas de ellas se van a evitar proyectando distancias mayores, de manera de alejarlo de la zona 
central, donde hay mayor arrastre y la profundidad es mucho mayor. En este momento, se ha 
avanzado en los estudios y se está trabajando en un proceso en que las etapas se van aprobando una 
vez que se consolidan las fundaciones para avanzar sobre la marcha; de lo contrario, se demoraría el 
doble de lo esperado. Pensamos que para la próxima temporada el puente estará habilitado y no habrá 
que interrumpir el tránsito en ningún momento. Se va a mantener el puente actual y se construirá el 
otro, aguas abajo, más al sur, muy cercano a este. Se va a mantener la circulación sobre el puente 
existente y luego se pasará para el nuevo cuando se demuela el otro. En este momento, ya se ha 
iniciado la construcción de las atavías para que puedan acceder las máquinas piloteras porque ahí 
básicamente hay arena y luego se seguirá hacia arriba. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero ser claro. En esto podemos mirar para atrás, pero no estoy de 
acuerdo con la forma en que se pretendió solucionar el problema del escurrimiento, llevándolo al canal 
Andreoni. Me parece una barbaridad desde el punto de vista medioambiental, entre otros muchos 
aspectos. Si quieren podemos entrar en esa discusión, pero creo que vamos a coincidir en que eso fue 
una barbaridad. Se destruyó uno de los lugares más lindos del Uruguay como lo es la desembocadura 
del canal Andreoni, la playa, el Cerro Verde; el que haya andado por ahí lo conoce bien. 


¿Eso tuvo un efecto bueno? Evidentemente favoreció, hacia arriba, a la producción arrocera, 
pero a costa del medioambiente. Quizás el objetivo de mejorar la producción agropecuaria era bueno, 
pero la forma en que lo hicieron fue mala. 


Mi referencia al plan que se aprobó en el año 2004 —llevó tres años hacerlo— no tenía otra 
intención más que revisarlo para saber cuál ha sido el grado de cumplimiento. En aquel entonces se 
estimaba que costaría USD 9:500.000, pero a valores actuales asciende a USD 30:000.000. Esta cifra, 
en el presupuesto de un ministerio como el de Transporte y Obras Públicas no parece demasiado 
importante, ya que una parte de eso se destinaría a ir arreglando las alcantarillas de a poco, a hacer 
las presas y a provocar el escurrimiento. Estoy ayudando a pedir recursos para que el Director 
Nacional de Hidrografía pueda hacer esta obra. Además, eso evita que después haya que invertir más 
dinero porque se caen los puentes. Esa es la realidad; si no hacemos estas obras ahora y solo 


construimos el puente sobre el canal Andreoni, en la próxima inundación se va a agrandar el canal y en 
la siguiente un poco más, y habrá que construir otro puente. De esa manera, seguimos postergando los 
temas y mi labor aquí es tratar de que las cosas ocurran. 


La idea es que, si hay un plan, sería bueno saber si se ha modificado, qué parte ya se ha 
cumplido y qué parte se va a cumplir. El año próximo, cuando estemos en este ámbito, voy a pedirles 
que me digan cuánto de ese plan se cumplió. Ahora, si pueden darme la información de cuánto se ha 
cumplido este año, mejor todavía. 


Por otra parte, esta es una obra pública que va a beneficiar a los integrantes de una de las 
dos subcuencas que hay en la zona: todo el sector de sierras —Treinta y Tres, Lavalleja y otros 
departamentos- que, si no recuerdo mal, son más de 1.800 hectáreas y toda la parte baja, que son 
360.000 hectáreas. Si se hacen estas obras, esas 360.000 hectáreas se van a ver beneficiadas y 
valorizadas. A ese respecto, nuestro ordenamiento jurídico dice —esto no es de ahora, sino de hace 
muchísimos años— que se pueden establecer contribuciones especiales cuando el Estado hace una 
obra que beneficia y aumenta el valor de la zona. Entonces, me parece que el esfuerzo que va a hacer 
el ministerio debería compensarse con un esfuerzo de quienes se van a ver beneficiados. De esa 
forma, todos podremos hacer las cosas un poco mejor y reparar este problema. 


Simplemente quería hacer este aporte. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que tenemos la misma preocupación y, efectivamente, la voluntad de 
trabajar. Voy a tomar nota acerca del tema de las contribuciones especiales para analizarlo e, incluso, 
para insertarlo en esa coordinación que hemos establecido —en la cual participan también otras 
autoridades, incluida la propia intendencia— porque puede ser un aporte que ayude. 


Es cierto que a lo largo del tiempo —por lo menos, dentro de lo que conozco— siempre ha 
habido inversiones, pero han sido insuficientes y, en función del monto general, se va corriendo al 
problema de atrás. Por lo tanto —como recién señalé—, tomo nota del planteamiento. 


En cuanto a las obras, creo que ha quedado claro en cuáles estamos hoy. 


En lo que respecta a la revisión del planteo —no para mirar para atrás, sino para adelante y 
explicar en general la situación del bañado y los distintos objetivos que hay que ir alcanzando-, reitero 
la posibilidad de combinar una instancia de trabajo con la comisión del Senado para abordarlo y traer 
una información que podamos analizar entre todos. Es más; ha sido muy importante el aporte de los 
diputados del departamento de Rocha que están participando en la comisión interinstitucional; ellos 
han movido mucho precisamente la convocatoria a esa comisión. 


El otro asunto que quería abordar es parecido a este. Se trata justamente de la demostración 
de cómo, a veces, por hacer las cosas mal después no hay forma de arreglarlas, y es la famosa 
escollera del Cufré. 


En este momento, tenemos la posibilidad y la decisión de actuar en función de algunos 
estudios que se han hecho para encontrar un camino que recupere el flujo de arena para la costa del 
departamento de Colonia sin tener que levantar totalmente la lengua de playa que se ha formado del 
lado del departamento de San José, en Cufré. Cuando habíamos avanzado y teníamos pronto para 
aplicar este instrumento, que consistía en levantar más o menos la mitad de la escollera actualmente 
existente y dar una nueva ubicación a las grandes rocas que son parte de ella —achicando su largo y 
generando un espacio que podía ser apto para recreo del lado de la playa—, como consecuencia de 
una iniciativa tomada por un fiscal, apareció una resolución de la Justicia que estableció que teníamos 
180 días para retirar totalmente la escollera. Habíamos estudiado muchas veces la posibilidad de 
retirar la escollera, cómo hacerlo y cómo reubicar las rocas que se habían acumulado allí y la verdad 
es que no habíamos encontrado motivos que justificaran el esfuerzo de retirarla totalmente, pero surgió 
esta resolución que establecía que teníamos 180 días para hacerlo. Además, aparecieron quienes 
aplaudían esta iniciativa y otros que empezaron a desarrollar toda una campaña de resistencia ante 
ella. 


Hemos mantenido conversaciones con los intendentes de Colonia y San José, y me da la 
sensación de que todos estamos de acuerdo, tanto los jefes comunales como el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. Hemos planteado una apelación al fallo de la Justicia para que nos 
habilite la posibilidad de realizar lo que ya estaba planificado y que estaríamos en condiciones de 
realizar de inmediato. Luego, evaluaríamos los resultados de estas obras para ver si hemos avanzado 
o tenemos que tratar de complementar la solución. 


En esta comparecencia también nos interesa recibir alguna valoración u opinión para ver 
cómo manejarnos en esta cruz de los caminos. 


Nosotros estaríamos en condiciones de empezar ya mismo a retirar la mitad más alejada de la 
escollera y reubicar las rocas de manera de generar una plataforma atractiva para el desarrollo de la 
actividad recreativa en la playa del lado de San José. Las opiniones técnicas indican que, en buena 
medida, con la acumulación de arena que se ha generado y el retiro de esta parte de la escollera, se 
volvería a habilitar el flujo de arena hacia las playas de Colonia. Luego se necesitaría algún tiempo 
para evaluar la intensidad de ese proceso. Esta estrategia fue aprobada también por la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente. Este era un tema que queríamos precisar. 


SEÑOR CAMY.- Ante todo, consulto al señor presidente sobre la metodología que proponen el señor 
ministro y su equipo, aunque no sin antes darles la bienvenida. Saludamos de manera particular al 
señor ministro, con quien desde siempre y durante nuestra gestión como presidente de la Comisión de 
Transporte y Obras Públicas de esta Cámara, hemos tenido una relación directa y un trato dispuesto, 
de respuesta permanente. Creo que es noble destacarlo, en tanto cuando no es así reclamamos la 
importancia y, de alguna manera, la obligatoriedad de trabajar de esa manera, para todos quienes 
estamos en esta actividad. Quería destacar ese aspecto porque, repito, me parece de orden. 


Si entendí bien, la mecánica de trabajo consiste en que los invitados aborden temas de 
acuerdo a la dirección de que se trate —con la participación del ministro o de quien él disponga—, 
quedando inmediatamente después abierta la posibilidad de hacer preguntas sobre los mismos. La otra 
opción es que todas las direcciones hagan sus exposiciones o se mencionen todas las facetas del 
ministerio, e intervenir con posterioridad. Me parecería más lógico preguntar por área, a medida que 
se abran los planteamientos, pero estoy a lo que me aclare la Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos trabajando de la última manera indicada por el señor senador. El 
ministro presenta un área y en ese momento pueden realizarse las consultas correspondientes. 


SEÑOR CAMY.- Gracias por la aclaración, señor presidente. 
Sin duda, para nosotros se trata de una dirección importante del ministerio. 


Al escuchar la participación del ingeniero Jorge Camaño se desprende que los objetivos del 
año 2015, a nivel de la ejecución posible y de la postulación de la meta principal de reconstrucción del 
patrimonio nacional portuario, involucran una cifra importante, como lo es también el objetivo mismo, 
que respaldamos en tanto queremos que se lleve a cabo. 


Incluso en la propia Memoria Anual del año 2015, que presentara a Presidencia de la 
República el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, se habla claramente de la rentabilidad 
económica, es decir, de lo que recaudan los puertos deportivos por concepto de amarras y servicios, y 
del dinero que se vuelca a rentas generales, así como sobre lo que los tripulantes de las 
embarcaciones deportivas realizan en diversos lugares del país, por todo lo que implica la actividad 
náutica. 


Por tanto, después de escuchar la opinión, tanto del señor ministro como del director, quiero 
referirme específicamente a tres o cuatro temas. 


Ante todo, con respecto a la escollera del Cufré, a la que aludió el señor ministro, quiero dar 
fe de la participación que ha tenido el Ministerio de Transporte y Obras Públicas consultando a los dos 
Gobiernos departamentales de Colonia y San José. En nuestro caso hemos participado en las 
instancias mencionadas por el señor ministro. 


En esto hay que ser muy claros. Coincido en que se parte de una obra del año 1994, 
inconclusa hasta el día de hoy. Por lo tanto, sin querer calificarla con mayor profundidad, a partir del 
hecho de que no está terminada no se está cumpliendo con el objetivo proyectado. Al no terminarse la 
escollera, no se logró el objetivo principal que era el de lograr mayor navegabilidad o, mejor dicho, 
plena navegabilidad, al arroyo Cufré, con un puerto deportivo como objetivo que, técnicamente —según 
distintas opiniones vertidas—, tampoco fue diagramado de la mejor manera. 


Lo cierto es que a partir de esto se modificó la costa del departamento de Colonia y también 
de San José, seguramente con aspectos más nocivos para la primera, que prácticamente perdió una 
parte muy importante de la arena. 


La disposición de la Justicia, por iniciativa del fiscal —a la que refería el señor ministro—, 
mandató a retirar totalmente lo que hoy construido: la media escollera que existe. 


Queremos respaldar expresamente la medida alternativa que propone el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas con el aval de los Gobiernos departamentales porque, pese a lo que he 
dicho, nos parece que lo que se logró hacer del lado del departamento de San José con la media 
escollera construida transformándola en una suerte de paseo público con fines turísticos, que ha 
promovido la concreción de un desarrollo turístico incipiente que se va consolidando en esa zona del 
país, merece no ser afectado. Si esa alternativa —que creo que así se entiende— ayudará a que no se 
destruya, por lo menos totalmente, lo que se logró con ello y al mismo tiempo conseguir que vuelva a 
pasar la arena para que el tiempo vaya consolidando las diezmadas playas de Colonia, nos parece que 
es una medida alternativa que hay que respaldar a partir de una obra que, reitero, por inconclusa fue 
mala. Expresamos con compromiso esta opinión y pedimos expresamente al ministro -que nos consta 
que está trabajando en eso-— que procure no afectar, dentro de la posibilidad de la alternativa, lo que se 
ha construido, por aquello de que al menos está construido algo de lo que debería haber sido más. 


También con el ánimo de no desdecirme de lo que he destacado de la gestión, sería 
importante que el señor ministro —si le parece bien— habilitara tal vez al director de la Dirección 
Nacional de Hidrografía o a quien disponga para que nos informe de la presencia del ministerio en 
Boca del Cufré junto con los Gobiernos departamentales y con aquellos que tenemos compromiso en 
el tema para, entre todos, dar la cara a un grupo de gente que seguramente puede sentirse afectada, 
explicarle la realidad de las cosas, que son como lo estamos diciendo en este momento, 
reconociéndolas tal cual son y con las responsabilidades que deban asumir quienes las tengan en cada 
tiempo. 


Me referiré a tres temas puntuales sobre la Dirección Nacional de Hidrografía. 


El primero, es un tema que no es específico de la rendición de cuentas, pero que nos 
preocupa y es el que oportunamente hablamos, sobre la compra de una draga, que nos importa porque 
fue observado por el Tribunal de Cuentas. Se trata de una cantidad de dinero importante, unos USD 
60:000.000. Nos preocupa, primero, porque toda actividad portuaria está vinculada al desarrollo 
nacional y, por tanto, nos parece importante, pero el proceso de adquisición de esa draga por parte de 
la Administración Nacional de Puertos tengo entendido que está en la etapa de definición de recursos 
administrativos. El Ministerio de Transporte y Obras Públicas debe expedirse sobre los recursos de 
anulación y de apelación, si no lo ha hecho. Obviamente, el de anulación le es preceptivo por todas las 
decisiones de los organismos sujetos a tutela administrativa; y el de apelación existe particularmente 
para las decisiones de la Administración Nacional de Puertos. 


¿En qué etapa nos encontramos en este tema? ¿Se han resuelto ya los recursos? ¿Se han 
confirmado los actos administrativos o se han desestimado? 


Por otro lado, ¿nos pueden informar sobre cómo está la situación de la acumulación de lodo 
en la Terminal Cuenca del Plata —tema que generó preocupación en los últimos tiempos— y sobre qué 
grado de avance tiene el proyecto de construcción de un nuevo acceso elevado y la incorporación de 
áreas al recinto portuario de Montevideo, así como qué monto significaría esa posibilidad? 


Por el momento y en este tema, es todo, señor presidente. 


SEÑOR HEBER.- Si la modalidad es ir hablando sobre cada área, quiero hacer algunos comentarios 
sobre el plan de obras. 


Nos gustaría tener un plan de obras detallado, como el que se acaba de repartir para la 
Dirección Nacional de Vialidad, que fue largamente reclamado por los diputados. Según me cuentan 
los representantes, recibieron el plan de obras casi en el Plenario y no tuvieron tiempo de estudiarlo. 
Nosotros tenemos la oportunidad de apreciar el plan de obras de la Dirección Nacional de Vialidad, 
pero nos gustaría contar también con el de la Dirección General de Transporte Fluvial y Marítimo. Este 
tema fue muy discutido en la comisión en el pasado, como consta en la versión taquigráfica, de la que 
dispongo en este momento. Lamentablemente, en el plenario no se votó un artículo que obligaba al 
ministro por ley a presentar el plan de obras de todo el Inciso y no solamente de la Dirección Nacional 
de Vialidad. Los diputados del Frente Amplio lo habían apoyado, pero no sucedió lo mismo en el 
Senado por lo que no se transformó en ley. Las palabras del senador Michelini en su momento fueron 
que si estaba obligado por la Constitución, no había necesidad de ponerlo en la ley porque es lógico 
que los programas en los presupuestos nacionales —y más que nunca el de obras públicas— deben 
expresarse ante el Parlamento. En fin, ya hemos tenido varias discusiones sobre este tema y no voy a 
reiterarlas ahora. Me alegra que se haya venido con el plan de obras sobre vialidad. Y nos gustaría 
que, en lo posible, antes de ir al plenario, contáramos con una proyección del resto. El director de la 
Dirección Nacional de Hidrografía, en un informe muy acabado —que realmente fue importante—, nos 
dijo que se había gastado poco este año, que en lo que se había gastado mucho era en planes de 
estructuración y estudio y que en los años próximos se van a concretar las obras. Nos gustaría tener 
un compromiso en ese sentido y creemos que ponerlo sobre papel es la forma de obligarnos a 
nosotros mismos. Después nos referiremos a las distintas áreas, pero desde ya aviso —porque quizás 
lo tengan y nos los puedan alcanzar— que quisiéramos contar con el plan de obras de la Dirección 
General de Transporte Fluvial y Marítimo que tienen programado. 


SEÑOR MINISTRO.- Podemos coordinar una ida a San José y a Cufré, y sería bueno que estuvieran 
los señores intendentes de San José y de Colonia. No tenemos inconveniente en hacerlo. Eso sí, me 
gustaría ir con una definición. ¿Vamos a hacer esta solución intermedia? ¿Tenemos la habilitación para 
hacerla? Creemos que es el mejor camino, estamos procurando impulsarlo, pero no queremos 
desacatar una resolución judicial. De cualquier modo, para sacar toda la escollera hay que empezar 
por la primera mitad, por lo que podríamos ir adelantando ese trabajo. 


Paso a un segundo aspecto. Efectivamente, la draga es una historia que nos preocupa y nos 
complica. Hubo una licitación; posteriormente se suspendió porque se estableció que debía 
incorporarse un componente 20% nacional; el proceso se retrasó; se presentaron tres empresas; la 
definición de cómo debía ser el componente nacional eliminó a dos de esas empresas; se realizaron 
una serie de recursos que, si no me equivoco, están todos salvados, porque el proceso continúa. La 
empresa adjudicataria tiene que iniciar la obra de construcción de la draga con la incorporación de un 
20% de componente nacional; a su vez, se le dificultaba encontrar el lugar para desarrollar las 
instalaciones mínimas que permitieran esa construcción. La Administración Nacional de Puertos ha 
procurado facilitar espacios disponibles, los que aparentemente podrían estar en el puerto de Fray 
Bentos. 


Lo cierto es que el llamado a licitación se hizo porque necesitamos la draga, pero esto sigue 
en vueltas y su construcción va a demorar un tiempo. 


Me preocupa mucho este tema y, tal como lo hemos expresado en distintas oportunidades, 
entendemos que la política de dragado —que debería ser una política de carácter permanente no solo 
de la Administración Nacional de Puertos, sino del Uruguay, para poder estar en condiciones de 
defender su rol de centro de distribución regional-, tiene que desarrollar todas las posibilidades, es 


decir, no tiene que renunciar a la contratación de empresas para que realicen trabajos de dragados en 
los canales en las áreas portuarias, en las dársenas, y de ninguna manera debe renunciar a su propia 
capacidad de respuesta. El mejor resultado en la aplicación de esta política, tan necesaria para el país, 
está en el equilibrio entre las dos líneas de trabajo. ¿Por qué? Porque esto no empezó ahora, porque 
esto viene desde hace mucho tiempo, porque cada vez será más necesario, y hemos aprendido que si 
solo apostamos a la contratación de empresas privadas, quedamos en manos de sus posibilidades de 
trabajo y de sus cotizaciones. Por otro lado, si quedamos solo con una unidad propia, dirigida por la 
Administración Nacional de Puertos, también veríamos limitada nuestra potencialidad de responder a 
las situaciones que se presentan en forma imprevista. 


De modo que, a nuestro entender, el mejor resultado de la aplicación de esta política está en 
el equilibrio entre las dos posibilidades. Por eso necesitamos las dragas. Pero se está demorando 
demasiado, de ahí nuestra preocupación por sortear todas las dificultades y concretar este llamado a 
licitación. Diría que tendríamos que estar ya pensando —y de alguna manera hemos incluido esto entre 
las inquietudes del Directorio de la ANP— en cómo hacemos nuevos llamados a efectos de disponer del 
equipamiento necesario y suficiente. 


Por otra parte, el 12 de agosto pasado se me preguntaba sobre el manejo de los barros 
extraídos, que estaría a cargo de la Administración Nacional de Puertos. En este caso se hizo pública 
una situación que, en verdad, se debió a una imprevisión y no debió haber sucedido. En los hechos, el 
problema fue subestimado por los responsables de la ANP, pero también por el operador privado que 
estaba absolutamente interesado en que funcionara el área portuaria. No obstante, el tema se superó 
rápidamente; de inmediato se dio una respuesta. Además, esta situación llevó a que se estableciera un 
vínculo directo —pues no era lo suficientemente fluido— con las empresas navieras internacionales que 
operan en el puerto de Montevideo. El vínculo se realizaba, fundamentalmente, a través de los 
operadores del Puerto de Montevideo que hacen sus negocios con las empresas navieras que 
administran la carga internacional. Las autoridades de la Administración Nacional de Puertos no tenían 
un trato directo con las matrices de las empresas navieras, sino que se manejaban con los 
representantes que esas navieras tienen en el país. La verdad es que esta situación nos alertó acerca 
de la necesidad de hablar con las autoridades internacionales de Maersk. En ese intercambio llegamos 
a la conclusión de que era un canal de comunicación que debíamos mantener no solo con Maersk, sino 
con absolutamente todas las empresas navieras, especialmente con las que operan en la región. 


Lo cierto es que se ha establecido una comunicación rica con la empresa Maersk y, 
justamente, el 12 de agosto —hace pocos días— recibimos una comunicación de un miembro del 
consejo ejecutivo, el CEO de Maersk, en la que se nos reafirma la satisfacción que tiene la empresa. 
Entre otras cosas, se nos agradece por tomarnos el tiempo para reunirnos con ellos el 16 de junio del 
2016 y se dice: que aprecian la oportunidad de intercambiar ideas y opiniones para desarrollar su 
relacionamiento con las entidades gubernamentales de Uruguay; que están muy satisfechos con el 
fuerte relacionamiento entre el país y el grupo y que aprecian el constante diálogo para desarrollar no 
solo el comercio exterior de Uruguay sino, además, la infraestructura local. También se puntualiza la 
importancia del trabajo realizado por el presidente de la ANP, ingeniero Alberto Díaz, en el trabajo de 
dragado necesario para incrementar la profundidad en el interior del puerto y los accesos al canal al 
puerto de Montevideo; se agrega que tal trabajo contribuye a mantener e incrementar la posición de 
Montevideo como un puerto HUB regional. Se agrega que continuarán trabajando y desarrollando la 
mejora de productos de logística para apoyar el proyecto estratégico de Uruguay productivo y HUB 
mediante la inversión en bienes, entrenamiento y desarrollo del talento local. Ya finalizando, se nos 
agradece por nuestro tiempo y se señala la probabilidad de reunirnos nuevamente. 


Ha valido la pena hacer referencia al texto de esa carta porque la comunicación nació en un 
momento de dificultades y para nosotros es muy importante no ser un obstáculo sino un facilitador del 
desarrollo de la actividad portuaria del país. 


El senador Heber hizo referencia al plan general. Por nuestra parte, hemos hecho llegar el 
plan de vialidad y no sería inconveniente acercarles el resto, que es bastante más modesto. Es lo que 
ha tratado de desarrollar el director Camaño, pero lo podemos pasar por impreso. 


SEÑOR CAMY.- Agradezco la respuesta del señor ministro. Le quedó sin contestar qué grado de 
avance tiene el proyecto —que surge de la memoria anual- de construcción de un nuevo acceso 
elevado, de incorporación de áreas al recinto portuario de Montevideo, así como el monto aproximado 
de la inversión y qué proyección de las obras puede haber. 


SEÑOR MINISTRO.- Tal vez no entendí bien la pregunta, pues eso lo tengo más incorporado a los 
temas de vialidad pero, en fin, el avance es el siguiente. 


Hicimos un llamado a partir de un estudio de consultoría para que se presentaran empresas 
interesadas. Se presentó una que hizo una iniciativa privada; si bien todavía no hemos abierto las 
carpetas, estimamos que el costo de la obra, dependiendo del grado de complejidad, estaría en el 
entorno de los USD 80:000.000. Queremos abrir la carpeta y analizar el proyecto pero estamos 
haciendo una pausa y tomándonos un tiempo, puesto que es necesario definir bien cuáles son las 
zonas de cruce que sobre la rambla portuaria van a exigir, por ejemplo, el ferrocarril, la entrada de 
camiones, etcétera. Estas son condiciones imprescindibles en los proyectos para establecer 
claramente las características del viaducto. No obstante, con la información que habíamos solicitado a 
la consultora, ya se presentó una empresa con una iniciativa privada, que se hará cargo del proyecto y 
del financiamiento. 


SEÑOR HEBER.- Sobre el tema del dragado del puerto quiero decir que me alegra que la empresa 
Maersk nos haya abierto una carta de crédito, sobre todo luego de haber tenido problemas, por la 
dejadez o, como muy diplomáticamente dijo el señor ministro, por la imprevisión de la Administración 
Nacional de Puertos. Podrían haberse generado hasta responsabilidades civiles. Reitero que me alegra 
esa carta que nos abre la instancia de poder acordar con estas empresas que tanto nos importa 
vengan al Uruguay a comercializar. Sin embargo, sin perjuicio de las visitas, de las charlas y de la 
posibilidad de que terminen por irse a otros puertos —que no va a suceder—, no me queda claro si en la 
actualidad se está haciendo el dragado. ¿Cuándo llegaremos a diez metros, que es a lo que nos 
hemos comprometido? Sobre todo en el antepuerto, que es donde se hacen las maniobras. ¿Se está 
haciendo el dragado? ¿Cuándo cree el señor ministro que podemos llegar a cumplir con esos diez 
metros, que es a lo que nos hemos comprometido mediante contrato? 


SEÑOR MINISTRO.- Ya estamos a más de diez metros; en esa zona ya tenemos doce metros y 12,60 
en el canal. Como he podido comentar en alguna instancia, ya se están realizando operaciones de 
complementación de graneles —operación top off- y el viernes pasado, en oportunidad de la visita del 
primer viceministro belga al Uruguay, se confirmó el inicio del dragado en la dársena del muelle C. Ese 
trabajo lo va a realizar una empresa belga y el objetivo son 12 metros, lo que va a permitir que ese 
muelle pueda operar con los doce metros de dragado, más la marea que, en general, en el Río de la 
Plata nos da una ventaja de alrededor de 61 metros, lo que amplía las posibilidades. La idea de seguir 
dragando es permanente porque, además, es una estrategia del país. Cuando se construyen y 
reconstruyen muelles con una profundidad de 14 — 14,50 metros, es porque se ha estimado lo que 
razonablemente puede llegar a profundizarse el puerto de Montevideo. El tener la potencialidad de ir a 
esas profundidades no significa que se deba dragar a esa profundidad porque después hay que 
mantenerla no solo para alcanzar la meta, sino para cumplir con los requerimientos de calado de las 
empresas navieras. Por eso existe la necesidad de tener un intercambio permanente. El dragado y su 
mantenimiento hay que pagarlo, y eso solo se justifica si el uso que se realiza de esa profundidad 
genera los ingresos necesarios. 


La estrategia que hemos discutido con los directores de la Administración Nacional de Puertos 
—y que estamos desarrollando—, apunta a que, en la medida en que sea necesario, se llegue a los 
catorce metros. Pero actualmente resolvemos nuestras demandas con doce metros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de avanzar en la presentación que tenía planificada el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, solicito, si es posible, hacer la presentación y a la vez despejar los cuatro 
artículos del ministerio, como es el caso del artículo 68, que hace referencia a la Dirección Nacional de 
Hidrografía. La idea es no tener que volver sobre el articulado a los efectos de agilizar la dinámica de 
trabajo. 


Tiene la palabra el escribano Fernández para referirse al artículo 68. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- El artículo 68 previene una dificultad que se genera en los trámites para 
declarar el abandono de los buques que obstruyen los puertos y se amplía esa facultad a todas las vías 
navegables. 


Esto tiene un antecedente inmediato que se dio en el famoso tema discutido en el mes de 
abril cuando en la inundación del arroyo De las Vacas, cerca de Carmelo, se encontraron 
embarcaciones abandonadas que corrían peligro de arrastre y de daño al medio ambiente. Lo que 
sucede es que la Dirección Nacional de Hidrografía no tiene competencia para declarar el abandono de 
los buques en vías navegables, solo la tiene en materia de puertos. 


En consecuencia, lo que hace este artículo es, por un lado, asignar la competencia a la 
Administración en general y, por otro, reducir sustancialmente el lapso de ejecución de los trámites 
pertinentes a fin de hacerlo más ágil. No quiero entrar en el detalle de lo que surge del propio artículo, 
pero lo que hace, básicamente, es reducir los términos de las publicaciones y de las notificaciones, a 
los efectos de agilizar el trámite y lograr un mejor procedimiento para declarar el abandono de los 
buques a los efectos de poder sacarlos de las vías navegables y de los puertos. 


SEÑOR HEBER.- El señor Fernández se ha referido al artículo 68, que tiene nueva enumeración, pero 
se ha suprimido el viejo artículo 72, que hace referencia al dique Mauá. En él hay una justificación de 
enajenación de inmuebles. Debo decir que coincido con el Poder Ejecutivo en todas las 
manifestaciones y, por tanto, tengo interés en discutir acerca de esto y ver si se puede revertir la 
situación. 


Me parece que es una obra importante y necesaria, tanto para el puerto, como para la ciudad 
y el país, por el empleo que pueda generar. Es una inversión muy importante y hay que tener en cuenta 
que la zona portuaria queda bajo el control —como tiene que ser— del Estado. Acá se establece la 
enajenación de predios cercanos, que es necesaria por la inversión que se va a hacer; debemos 
señalar que si hay una decisión política de discutirlo fuera del presupuesto va a enlentecer la obra 
cuando, reitero, tiene relevancia y se hará por licitación, con todas las garantías del caso. Si hay 
interesados en hacer una inversión de este tipo en el dique Mauá —o predio Mauá como se establece 
en el artículo 72 que establece la posibilidad de enajenación de esos inmuebles— me parece bien. En 
la Cámara de Representantes, diputados de nuestra fuerza política hablaron a favor del proyecto. Por 
tal razón, me gustaría que el señor ministro hiciera algún comentario. Sé que forma parte del debate 
interno de la fuerza política que está gobernando, pero hay otras que no participamos de ese debate y 
nos gustaría apoyar este proyecto, nos gustaría escuchar algo sobre el tema, porque nos va a servir 
para la discusión interna de la comisión. Insisto en que coincidimos con el Poder Ejecutivo, nos parece 
que es una buena iniciativa y una obra necesaria, por eso queremos decirlo con énfasis y, antes de 
avanzar en el articulado, quisiéramos hablar sobre este artículo que fue suprimido en la Ley de 
Presupuesto. 


SEÑOR MINISTRO.- No tenemos ningún inconveniente en hablar; además, por algo promovimos ese 
artículo. Estamos convencidos de que, en determinadas condiciones y de confirmarse el proyecto que 
está siendo preelaborado, permitiría lograr objetivos como el que el senador refiere y coincido. Es un 
proyecto muy bueno en varias puntas: para Montevideo, para la actividad turística, para el puerto —que 
tiene algunas restricciones que queremos superar— y, además, sería un buen negocio, porque 
implicaría cambiar un puerto por un par de padrones que, por otra parte, no tienen característica 
exclusiva porque hay otros en el área de la costa y de la bahía que también pertenecen a particulares. 


Cuando hicimos la presentación a nivel de la Cámara de Representantes nos hicieron algunas 
preguntas y observaciones y aceptamos retirar ese artículo, pero no hemos renunciado a realizar una 
presentación específica. Lo incluimos en la Rendición de Cuentas no porque fuera el único 
procedimiento, sino porque consideramos que era una oportunidad para ganar algún tiempo, pero 
frente a las observaciones que se hicieron —algunas se refieren, justamente, a la necesidad de que no 
se limitara solo a un artículo que establecía una autorización, sino que se desarrollara con mayor 
detalle en qué consistía la operación y lo que se estaba proponiendo-, decidimos retirarlo, preparar un 
proyecto de ley específico y con mayor fundamentación y detalle y, una vez terminado el proceso de 
discusión de la Rendición de Cuentas lo presentaremos a la consideración del Poder Legislativo. Eso 
es lo que estamos manejando. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- El artículo 69 se refiere a un tema administrativo relacionado con la 
escrituración de las expropiaciones, incluso aquellas que son a título gratuito, que abarca la posibilidad 
de que se redacten en papel numerado de la Administración, mientras que el artículo 364 del 
Presupuesto nacional decía que deberían hacerse en acta notarial. Por su parte, algunos juzgados han 
solicitado que esas actas sean protocolizadas, pero el único organismo que conozco que tiene 
protocolo es la Intendencia de Montevideo y, por ende, es la única que tiene la facultad de protocolizar. 
Por tanto, se estaba planteando una exigencia imposible de cumplir para la Administración. Es por eso 
que pedimos que esas escrituras puedan redactarse en papel numerado de la Administración. 


El artículo 70 sustituye al inciso primero del artículo 20 en la redacción dada por el 
Presupuesto nacional, que se refiere al ancho de las fajas linderas a las rutas, a los efectos de ampliar 
esa medida de las fajas de las rutas nacionales primarias, los corredores internacionales y los baipases 
para el paso de camiones. En el texto que se aprobó en el Presupuesto decía que se aplicaba esa 
medida cualquiera fuera la categorización de la zona, o sea que se aplicaba tanto a zonas urbanas 
como suburbanas, lo cual se torna imposible. Para solucionar ese inconveniente, proponemos 
incorporar la frase «excepto zonas urbanas y suburbanas». Este es un reclamo que fue presentado por 
muchas intendencias del interior. 


SEÑOR BORDABERRY.- En puridad, estamos de acuerdo con la norma; nos parece muy sensata. Sin 
embargo, creo que todos tenemos una preocupación. Cuando uno recorre las rutas nacionales, ve el 
esfuerzo que hace el Estado para construirlas, pero al poquito tiempo empiezan a surgir las 
construcciones a los costados —casi sin respetar la reglamentación—, y un tiempo después las 
intendencias colocan semáforos. No sé si alguien ha pasado por esa tortuosa situación que es recorrer 
la ruta 5 yendo por dentro de la ciudad de Durazno; allí no solo está lleno de semáforos sino que 
parece que estuvieran descoordinados a propósito, mejor dicho, coordinados para tener que detenerse 
a cada rato, lo que hace que sea tremendo. Cuando uno tiene la suerte de viajar por el mundo —ya sea 
a España, a Portugal o a Estados Unidos— puede ver que la distancia de la servidumbre no es de 200 
metros, ni de 400 metros para cada lado, sino que es de cinco kilómetros. Acá tenemos un 
razonamiento muy sudamericano que indica que si va a haber mucha gente circulando por 
determinado lugar, debemos ponemos justo enfrente para colocarles delante de los ojos lo que les 
vamos a vender. Pero, en definitiva, las carreteras y autopistas son solo eso: autopistas, y si alguien 
quiere detenerse, habrá un cartel que le indique cuántos kilómetros hacia adentro tiene que desviarse. 
Por lo menos, así debiera ser. La pregunta concreta es si no debería revisarse el inciso cuarto del 
artículo 20 del Decreto-Ley n.” 10382, que es el que establece esos 200 metros. Y pienso también que 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas no puede otorgar excepciones. Con el tiempo siempre 
aparece quien va a marcar una excepción y, de esa manera, se le va a conceder a todos. Sé que es 
una cuestión de aquí a veinte años, pero en algún momento habrá que encarar el tema. Por ejemplo, 
uno puede ver el esfuerzo que ha hecho el Ministerio de Transporte y Obras Públicas en la perimetral. 
Uno ve el esfuerzo que se hace en la ruta interbalnearia, en donde cada día se construye más. Y ahora 
uno puede observar el baipás de la ruta 8 a la altura de Pando, en donde están haciendo una doble 
vía. Por tanto, no sé si no hay que revisar esa norma y decir que no hay excepciones, lo cual nos haría 
bien a todos porque terminamos urbanizando todo el país. 


SEÑORA XAVIER.- Observando el actual artículo 70, vemos que se hace referencia a una 
categorización en urbana y suburbana que no es la que contempla la actual ley de ordenamiento 
territorial. Y parece mucho más adecuada la referencia anterior del Decreto-ley n.” 10.382, de febrero 
de 1974, en su artículo 20, en donde habla de cualquier categoría del suelo de que se trate. Además, 
se hace referencia a lo que la ley de ordenamiento posterior fijó con relación a la transformación 
posible de acuerdo con los usos que se le dé a ese suelo. Entonces, no sé si estamos en un marco de 
referencia que no es el que hoy nos rige de acuerdo con la ley de ordenamiento territorial. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a pedir autorización para que haga uso de la palabra el ingeniero Franco. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el ingeniero Franco. 


SEÑOR FRANCO.- Por este tema que figura en el presupuesto hemos recibido las quejas de las 
intendencias por la forma como quedó redactado. El problema es que el artículo comienza hablando de 
toda propiedad lindera a camino público, lo cual nos genera problema con la jurisdicción 


departamental. La norma es para todos aquellos predios urbanos y suburbanos existentes, es decir, 
para los que ya fue aprobado su fraccionamiento con un retiro menor. El retiro más chico que se prevé 
es de 15 metros. Entonces, imaginen que un predio pequeño, urbano o suburbano, afectado por 15 
metros, genera problemas. A los efectos de resolver esa situación, se establece que se exceptúan los 
predios urbanos y suburbanos; no dice existentes, pero se refiere a los que ya lo son. Y en el caso de 
la recategorización de suelos que ordenamiento territorial disponga, lo que ya está vigente y figura en 
otro inciso del artículo, es que se prevea una faja de 15 metros para la construcción de una calle 
auxiliar. Entonces, eso permitiría que el tránsito local —que es el problema que tenemos con las rutas 
cuando se está cerca a las áreas urbanas y suburbanas— se canalice a través de esa calle auxiliar y no 
que ingrese a la ruta, generando los problemas que todos conocemos. Esa es la idea de esta 
modificación y que, en definitiva, nos generó esa complicación con la jurisdicción departamental. 
Nuestro afán es proteger las rutas nacionales y no entrar en un conflicto que nos complique el 
relacionamiento con las intendencias. 


SEÑOR HEBER.- Tenemos varias preguntas para formular por área, pero quería saber cuál es el 
criterio a seguir teniendo presente que es la hora 12. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La presidencia sugiere terminar primero con el articulado —ya que queda un 
solo artículo—- y que luego los señores senadores hagan las preguntas que ya tienen pensadas y estas 
sean respondidas por las distintas direcciones. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- El artículo 71 refiere a la marina mercante nacional. 


La ley anterior tenía vigente una exoneración, un beneficio para el fomento de la marina 
mercante nacional pero requería, por ejemplo en el caso de una sociedad anónima uruguaya, que los 
directores y accionistas fueran uruguayos, por lo menos el 51 % del directorio. Estos se podían 
inscribir en el registro de la marina mercante y tener las exoneraciones. 


Lo que ahora proponemos es una norma que faculte a los no nacionales a inscribirse en el 
registro respectivo como cualquier otra sociedad para poder fomentar —sin tener beneficios 
exoneratorios—, la inversión en la marina mercante nacional. Ese es el propósito de este artículo, 
propiciado por la Dirección de Transporte Fluvial y Marítimo en acuerdo con las entidades del Cennave. 


Es todo cuanto tengo para decir. 


SEÑOR CAMY.- Si seguimos el orden -y si hay acuerdo-— quisiera consultar a la Dirección Nacional de 
Arquitectura. 


(Apoyado). 


En primer lugar, queremos saber si se tiene algún avance sobre lo planteado oportunamente 
durante el tratamiento del presupuesto quinquenal  —en este mismo ámbito—, en referencia a convertir 
la unidad ejecutora en un servicio descentralizado. Al respecto, fundamentalmente la Cámara de la 
Construcción del Uruguay y la Liga de la Construcción del Uruguay —y algunos otros actores— 
plantearon qué consecuencias traería mantener esa propuesta. 


Como mencioné, la idea radica en cambiar un órgano desconcentrado a uno descentralizado 
que, supongo, se vincularía con el Poder Ejecutivo a través del ministerio o si tiene un grado mayor, 
vinculado a la concreción de una empresa pública. 


Concretamente quiero saber si hay avances en ese sentido o si simplemente no es prioritario 
lo anunciado oportunamente en ocasión de comparecer el ministerio a esta comisión por el tratamiento 
del presupuesto quinquenal. 


El otro tema es saber concretamente cuál es la situación actual de la plantilla de funcionarios 
de la dirección. En la memoria anual de 2015 surge que son 240 funcionarios. También nos gustaría 


saber si se pudieron concretar, mediante la habilitación que se hizo en la ley de presupuesto, 300 
ingresos más, precisamente para favorecer la ejecución de obras que, nos consta, ha avanzado en los 
últimos meses de manera muy importante desde el punto de vista patrimonial, como por ejemplo el 
Cabildo de Montevideo. 


Después hay temas puntuales. Quisiera saber qué se ha podido hacer concretamente en la 
ciudad de Dolores en cuanto a la construcción de viviendas después del desgraciado acontecimiento 
que enlutó no solamente a esa ciudad sino a todo el país. 


También nos gustaría saber en qué etapa se encuentran las obras en la colonia Etchepare. 
Tengo entendido que con fondos de Estados Unidos y con aporte de ASSE del entorno de algo más de 
USD 2:000.000, se viene llevando a cabo una obra importante de más de 1000 metros cuadrados, que 
incluye cocina, lavadero, etcétera, obviamente por la situación que todos conocemos que se vive en 
ese importante centro de atención de la salud en el país. 


Esas son las preguntas de mi parte, señor presidente. 
Gracias. 
SEÑOR MINISTRO..- Con la autorización del señor presidente, cedo la palabra al doctor Uriarte. 


SEÑOR URIARTE.- Buenos días. Saludo al señor presidente y a los demás integrantes de esta 
comisión. 


Voy a responder las preguntas en el orden en que fueron planteadas. 


Luego de consideraciones y de conversaciones, inclusive con las organizaciones sindicales 
que participan de la Dirección Nacional de Arquitectura, así como de consultas jurídicas adicionales, se 
culminó el proyecto para convertir dicha dirección en un servicio descentralizado dependiente del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. El señor ministro ya ha firmado el decreto para que ingrese 
a consideración del Poder Ejecutivo. Concretamente, el proyecto busca dar mayor flexibilidad y 
capacidad de acción a la Dirección Nacional de Arquitectura. Hoy, por ejemplo a nivel de convenios con 
las distintas instituciones públicas, estamos demorando varios meses porque en muchos casos deben 
llegar a ser firmados hasta por el propio presidente de la república. Esto nos quita agilidad, cuando en 
realidad se podría hacer —como lo hacen los demás servicios descentralizados— en forma directa. 


Por otro lado, las posibilidades de contratación de personal, inclusive con empresas, o de 
subcontrataciones en caso de necesidad de obras, se pueden hacer mucho más ágilmente que en las 
previsiones para la Administración central. Inclusive, hay algunas previsiones en manejo de personal 
que existen en la Administración central, que naturalmente han sido muy pensadas desde un punto de 
vista administrativo, y su aplicación, cuando se tienen trabajadores de obra, es bastante complicada: 
por ejemplo, la realización de horas extras, los pagos por productividad, etcétera. Esto hace que sea 
más complejo realizarlos que como se manejan a nivel de servicios descentralizados. 


Esto no debe verse como una competencia con las empresas privadas. Lógicamente 
podemos entender que la Cámara de la Construcción del Uruguay y algunas otras empresas ligadas 
sientan un poco de resquemor o de miedo a que se esté creando una empresa de construcción. 
Reitero que no es una empresa para competir en el mercado; es algo que ha existido siempre. La 
Dirección Nacional de Arquitectura ha operado siempre como la parte de construcción del Estado y eso 
es lo que se propone realizar en una forma mucho más eficiente, más amplia y más lógica de lo que se 
ha venido haciendo hasta el momento. Aun con esa estructura y los problemas que se han generado, 
como un envejecimiento importante de la población y la falta de ingresos debido a las restricciones en 
materia del ingreso de personal que habitualmente se tiene a nivel de la Administración central, la 
dirección ha logrado cumplir con gran parte de sus objetivos. Cabe aclarar que cuando hoy se habló de 
240 personas, se hacía referencia a los trabajadores de obra, pero la plantilla es bastante más grande 
porque incluye a más de medio centenar de profesionales arquitectos, ingenieros, etcétera, además de 
personal técnico y, por supuesto, personal administrativo. En esta plantilla hay gente con mucha 


experiencia y calidad, pero el problema es que está muy envejecida, por lo que esperamos que haya 
nuevos ingresos de largo aliento en los próximos años. 


El artículo que afortunadamente se aprobó en el presupuesto pasado y que nos autorizó a 
contratar hasta 300 personas en carácter de eventual de obra, nos permitió trabajar con éxito en la 
ciudad de Dolores. Ante la situación de emergencia que se vivió en esa ciudad, nuestra dirección 
estuvo presente desde los primeros días y nos hicimos cargo desde la primera semana de recibir los 
materiales de construcción y ordenarlos para distribuirlos en forma correcta. Empezamos a trabajar con 
nuestro personal desde los primeros días de mayo, luego fuimos incorporando personal eventual; hoy 
contamos con más de sesenta personas y tenemos las previsiones para llegar más o menos a ciento 
veinte personas que se dediquen fundamentalmente a la reconstrucción de viviendas. 


Al día de hoy hemos entregado más de cuarenta viviendas. Debemos señalar que la tarea de 
reconstrucción no es fácil; incluso, a veces es hasta más difícil que la construcción de una vivienda 
nueva porque hay que respetar los lineamientos que tenía. Muchas de esas viviendas no se 
construyeron de acuerdo con las normas técnicas establecidas. Prácticamente en todos los casos la 
vivienda está quedando mucho mejor y acorde a las normas de construcción. Todavía quedan unas 
cien viviendas para reconstruir, sin perjuicio de que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente se plantea encargarnos, en una segunda etapa, el mejoramiento de algunas de ellas, 
sobre todo las más vulnerables. 


También vamos a trabajar por cuenta de Inefop, junto con la Comisión de Reconstrucción de 
Dolores, en la reconstrucción de pequeños comercios e industrias que fueron afectados y, en general, 
sus dueños son monotributistas o unipersonales y no tienen capacidad para hacerlo. 


Como dijimos, pensamos que sobre fin de año vamos a tener un personal eventual de ciento 
veinte personas. Esto trajo una consecuencia importante desde el punto de vista social, que fue la 
generación de mano de obra particularmente en Dolores y Mercedes. En ese sentido, la experiencia 
fue muy buena. La dirección también estuvo trabajando, en forma muy importante, con maquinaria y 
personal técnico en las inundaciones de Salto y Paysandú. 


Cabe aclarar que todo esto se hizo sin dejar de lado las importantes obras que hoy está 
encarando la dirección. Trabajamos prácticamente en todos los lugares del INAU y del actual Inisa, y 
también lo hacemos para el Ministerio de Salud Pública, ASSE y el BPS. 


Acerca de la consulta de la Colonia Etchepare, efectivamente es un proyecto sumamente 
interesante que va a llevar por lo menos unos USD 2:500.000; prácticamente un millón de 
dólares proviene de una donación de Estados Unidos y el resto lo tiene previsto ASSE. Cabe agregar 
que este proyecto se desarrolló en la Dirección Nacional de Vialidad, que su realización está a cargo 
de la Dirección Nacional de Arquitectura y que la complementación del mantenimiento se hará con 
cuadrillas que forman parte de estas direcciones. Este trabajo se ha hecho con la colaboración de 
ASSE y la comisión honoraria de la Colonia Etchepare; además, se va a hacer un llamado para la 
contratación de aproximadamente veinte personas en calidad de eventuales. 


Por otro lado, estamos enfocados en otras obras patrimoniales de gran importancia, como 
acaba de decir el señor senador Camy: terminamos con el Cabildo, tenemos entre manos otras obras 
como la del Palacio Taranco, la casa de Idiarte Borda y, en particular, una que tiene la doble condición 
de ser patrimonial y local de ANEP, que es el viejo Hotel de Baños en Piriápolis, donde funciona la 
colonia de vacaciones. En este último caso, se contratará una cuadrilla de diez personas que va a 
trabajar en forma permanente durante los próximos dos años, a efectos de recuperar ese bien que es 
muy importante. 


Asimismo, se está preparando un llamado para trabajadores eventuales con el objetivo de 
cubrir necesidades en Montevideo. 


En síntesis, ese artículo nos ha permitido dimensionar este organismo de forma tal de 
atender las necesidades urgentes e importantes existentes en materia de bienes públicos, algunos 


patrimoniales y otros simplemente edificios públicos destinados a atender necesidades sociales, que 
también son de importancia. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera ingresar en el tema vial y su relación con la rendición de cuentas. 


En función de las cuentas que rinden las autoridades del ministerio, entendemos que se ha 
producido una disminución en la inversión vial en el año 2015 y que se está dando una lenta respuesta 
al rezago, que naturalmente se heredó de la Administración anterior, que es del mismo partido político. 


Según se informa en el proyecto de rendición de cuentas, la inversión vial ejecutada en 2015 
fue de USD 180:000.000, lo que nos deja preocupados, porque la meta que se proponía el ministerio 
en su plan quinquenal era de USD 2.360:000.000. Esto nos hace llegar a la conclusión de que en los 
años que restan hasta 2019, para llegar a USD 2.360:000.000 se debería hacer una inversión de USD 
545:000.000 por año. Entonces, la primera pregunta que voy a plantear al señor ministro y al director 
es: ¿piensan ejecutar USD 545:000.000 por año hasta 2019 o ya no llegamos a los 

USD 2.360:000.000 comprometidos por las autoridades del Gobierno en aquellos 
anuncios que se hicieron al principio de la Administración, en los que se decía que se llegaría a los 
USD 12.500:000.000 por todo concepto? ¿El ministerio podrá llegar a los USD 545:000.000 o no se 
podrá alcanzar esa cifra? 


Por otro lado, en la rendición de cuentas se nos informa que, a través de los proyectos de 
participación público-privada, en lo que resta del período de Gobierno, se ejecutarán inversiones por 
USD 641:000.000. Si tenemos en cuenta que en lo que refiere a los PPP lo único que se ha adjudicado 
en noviembre de 2015 son las rutas 21 y 25, cuyas obras se iniciarían en el último trimestre de 2016 — 
espero que sea así-, cabe preguntarse también si es factible que se cumpla con la ejecución estimada 
de USD 641:000.000. ¿Por qué? Porque el instrumento de los proyectos de participación 
público-privada viene atrasado. La pregunta acá es qué está pasando, por qué estamos tan rezagados. 
Nosotros vemos que se está demorando. Los proyectos de participación público-privada vienen de la 
administración anterior pero, salvo el tema de la cárcel —el único que se ha concretado—, vemos que los 
pasos van muy lento. La pregunta al señor ministro, que descansa importantes obras en todo el país en 
proyectos PPP, sobre todo en la ruta 26, que ha sido anunciada por él en giras que ha hecho en el 
interior —y está el proyecto de las rutas 12, 54, 57; el baipás de la ciudad de Carmelo, la ruta 21-— es: 
¿cuál es la dificultad? Los diputados nos dijeron que cuando estuvieron discutiendo esto con el ministro 
de Transporte y Obras Públicas en la instancia de la rendición de cuentas en la Cámara de 
Representantes había un problema financiero en cuanto a que, si bien muchas empresas privadas 
estarían interesadas, el monto que el Poder Ejecutivo se compromete a aportar como cuota, canon o lo 
que fuere no es suficiente para que un proyecto de participación público-privada sea atractivo. 
¿Tenemos algún problema en el diseño? ¿No tenemos el dinero suficiente para que sea viable? Todos 
sabemos que hay un costo mayor en los proyectos de participación público-privada. En estos hay un 
costo vial que es un 20 % mayor al nuevo contrato que tenemos con la corporación vial. También 
sabemos que esto no se contempla o no se asigna dentro del endeudamiento del país y eso genera un 
atractivo porque todos estamos contestes en que tenemos un límite en el endeudamiento del país que 
tenemos que cuidar porque, si no, el país en su conjunto va a tener que pagar costos financieros 
mayores. Pero necesitamos el dinero y esta es una forma de obtenerlo. Nos va a costar un 20 % más. 
Creo que es una buena salida para no agrandar el endeudamiento del país porque es importante que 
sigamos teniendo el calificativo o la condición de grado inversor que tiene Uruguay. Entendemos la 
necesidad de buscar otras fuentes de financiación, sobre todo cuando estas no figuran dentro del 
endeudamiento del país. 


Otra de las preguntas que queríamos plantear al Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
refiere al contrato que tiene con la corporación vial. Los diputados me dicen que el señor ministro no 
respondió en la Cámara de Representantes algunas interrogantes de nuestros legisladores sobre el 
nuevo contrato. En primer lugar, no entendemos por qué teníamos que hacer un nuevo contrato entre 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y la corporación vial, que estaba vigente hasta el año 2020 
y tenía un costo promedio anual de USD 30.000 por kilómetro por año, y se pasó a contratar con la 
corporación vial a razón de un costo promedio anual de USD 67.000. Creció mucho. Entonces, nos 
gustaría saber cuál es la necesidad de un nuevo contrato con la corporación vial. Quizás haya 
elementos que nosotros no tenemos en cuenta y sí los consideran el ministro o el ministerio que 


justifiquen por qué se hizo un nuevo contrato. También nos gustaría conocer las razones del 
encarecimiento del costo del kilómetro por año. Reitero que los diputados nos han dicho que no 
obtuvieron respuestas y nos gustaría escuchar los comentarios del señor ministro sobre esto. 


A su vez, el subsidio anual vigente para la corporación vial era de USD 24:000.000 
anuales, en los primeros cinco años fue de USD 64:000.000 y para el sexto se calculan USD 
88:000.000. Nos gustaría escuchar algún comentario sobre esta situación porque quizás haya 
justificativos para estos costos, que determinan la necesidad de replantear los contratos. De todos 
modos, quisiéramos conocer las razones. 


Ahora bien; esta situación de aumento del costo, de todos modos, nos preocupa porque gran 
parte de la obra vial del país, sobre todo la urgente y necesaria, descansa en los proyectos de 
participación público-privada, que vemos muy lentos y complicados. Nos dicen que hay un 
desencuentro entre el ministro de Transporte y Obras Públicas y el ministro de Economía y Finanzas 
en cuanto al aporte del Estado a la viabilidad financiera. ¿Eso es así? ¿Tenemos que hablarlo con el 
señor ministro de Economía y Finanzas? Creo que es la herramienta que tiene el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, pero notoriamente los USD 180:000.000 de ejecución para 2015 no son 
suficientes y en 2016 vamos a tener que más que duplicar esa cifra para llegar a la meta de USD 
2.360:000.000 de inversión en infraestructura vial. 


SEÑOR CAMY.- Voy a ser breve e intentaré no abundar en temas que ya planteó el señor senador 
Heber. 


Seguramente, la Dirección Nacional de Vialidad es la unidad ejecutora más importante del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, al menos si tenemos en cuenta que históricamente 
alrededor del 70% del presupuesto de esta Cartera se focaliza allí. Obviamente, gestionar 8.790 
kilómetros de red vial nacional muestra por sí la importancia que tiene esta dirección. 


En lo personal, queremos referirnos a las tres vías de ejecución que tiene la Dirección 
Nacional de Vialidad para este cometido: las obras por administración, con los fondos presupuestales y 
la ejecución de las diez regionales del interior del país; las obras a través de la Corporación Vial del 
Uruguay, que tiene 2.700 kilómetros de la red y de las concesiones privadas de las rutas 5 y 8; y las 
obras a través de los proyectos de participación público-privada. 


En relación con la Dirección Nacional de Vialidad, me interesa saber en qué situación se 
encuentra su personal técnico porque tengo entendido que en el ministerio hay 1.400 funcionarios con 
causal jubilatoria en este quinquenio y quisiera saber cuántos de ellos pertenecen a áreas sustanciales 
vinculadas al sector vial, en particular en lo que tiene que ver con técnicos en las regionales del interior 
del país. 


En cuanto a los proyectos de participación público-privada, comparto la preocupación del 
señor senador Heber porque el próximo 26 de enero se van a cumplir cinco años de la vigencia plena 
de esta modalidad a partir del decreto que se firmó ese día, reglamentando la ley de julio de 2011. En 
el mensaje del Poder Ejecutivo que figura en el Anexo | del Presupuesto nacional se estimaba una 
inversión en infraestructura de USD 12.370:000.000, de los cuales el 34% sería financiado con 
fondos privados. Estamos hablando de USD 4.206:000.000 y, obviamente, estos fondos 
incluyen los proyectos de participación público-privada, amén de las concesiones de obra, los contratos 
de compra de energía, etcétera. 


En el caso del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en el presupuesto se proyectaron 
ocho proyectos viales por un total de USD 740:000.000, en los cuales —tal como señalaba el 
señor senador Heber— están incluidos el Proyecto O, que refiere a las rutas 21 y 24, cuenta con la 
adjudicación provisoria y ya está en proceso de adjudicación definitiva, y la licitación del Proyecto 1, 
que abarca las rutas 12, 54, 57 y 55. 


Considerando el escenario macroeconómico que ha cambiado a nivel mundial y regional, 
quería consultar al señor ministro si, teniendo en cuenta lo que se previó al momento de elaborar el 


presupuesto quinquenal y comparándolo con lo que ha manifestado el equipo económico en esta 
instancia en cuanto a que existe un grado de incertidumbre en la región, comparte que la lentitud de la 
concreción de las inversiones a través de esta modalidad no tiene que ver también con la 
estructuración del procedimiento; desde nuestro punto de vista lo que la ley plantea es demasiado 
extenso. 


El procedimiento consiste en un llamado a interesados, un procedimiento de diálogo 
competitivo, una presentación, un análisis, una adjudicación de ofertas, una adjudicación provisoria, 
una adjudicación definitiva, la formalización del contrato y la intervención del Tribunal de Cuentas. Mi 
pregunta es si no deberíamos asumir que tal vez es momento de rever la normativa y modificarla, a los 
efectos de acortar los plazos para que la contratación sea más atractiva. Digo esto como 
complementación de lo ya expresado por el señor senador Heber. 


Como el ministro es un conocedor al detalle de todas las obras que se están llevando a cabo 
en todo el país -cosa que apreciamos porque nos parece que todos deberíamos tener conocimiento 
específico de cada obra porque ninguna es pequeña-—, le pediría si durante el desglose me puede 
informar sobre cuatro de ellas. En primer lugar, estoy hablando concretamente de la ruta 30. Sabemos 
que se está trabajando en el arroyo Tres Cruces, en el arroyo Cuaró y en la cañada de la Comisaría. 
Quisiera saber si hay algunas etapas definidas para completar la ruta 30 —si eso está planificado—, que 
tiene prioridad de acción y sabemos que ya se comenzó. En segundo lugar, el puente del río Santa 
Lucía en la ruta 11 seguramente sea la obra más importante en infraestructura vial en puentes que ha 
tenido Uruguay en toda su historia y se concretó hace pocos años. Quisiera saber si se piensa actuar 
en el trayecto de la ruta 81 o en algún otro. Allí no solo existen dificultades si se va de San José a 
Canelones, sino también en el trayecto. Quiero saber si se está pensando en construir la nueva salida, 
si se tiene proyectado reincorporar el tránsito a la ruta 11 o se piensa sacarlo directamente por la ruta 
81 a la ruta 5, como forma de evitar la ciudad de Canelones, fundamentalmente por el importante 
trasiego de turistas argentinos que existe en temporada estival. En tercer lugar, las otras dos obras 
tienen que ver con el proyecto de participación público-privada presentado para la doble vía de la ruta 
3, entre la ciudad de San José y el empalme de la ruta 3 y la ruta 1. Quisiera saber en qué instancia 
está y la opinión del señor ministro con respecto a la posible concreción en este período de esa obra 
tan importante. También quisiera saber acerca de una obra más chica, pero no menos importante para 
los vecinos de la ciudad de Ecilda Paullier, que es el baipás sobre la ruta 1. Tengo entendido que son 
seis kilómetros que se proyectaba construir en hormigón, lo cual sería una obra sumamente 
trascendente. Tengo información, incluso, de que esta obra estaría adjudicada y, en caso de que lo 
esté, quisiera saber si se tiene una idea aproximada de cuándo comenzará. 


En cuanto al plan de obras, señor ministro —sin desmedro de que la Comisión de Transporte 
y Obras Públicas pudiera contar con su presencia o con la de quien usted disponga-—, sería importante 
que nos diera algún detalle más técnico, que seguramente estará relacionado con el tema de los 
costos. Por ejemplo, en el plan de recuperación, no es lo mismo las obras que se hacen en hormigón 
que en carpeta asfáltica o con tratamiento bituminoso. Reitero que para nosotros sería útil contar con 
detalles técnicos que nos permitan formarnos una idea más acertada e integral del terma. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que el señor senador Heber tiene razón. Yo estoy absolutamente 
insatisfecho con el ritmo de ejecución del año 2015, pero ese año teníamos el presupuesto que ya 
estaba votado; tenía los límites establecidos y los compromisos ya asumidos. Los proyectos que 
estaban en condiciones de ejecutarse eran los que ya estaban preparados; en consecuencia, estamos 
convencidos de que todo lo que habíamos hablado de la vialidad exigía el máximo esfuerzo e 
intentamos hacerlo. Sin perjuicio de que los números de concreción de obras en el período 2015 no 
nos dieron satisfacción, creemos que no fue tiempo perdido en la medida en que fuimos trabajando y 
preparando las condiciones —durante 2015 y la primera parte de 2016- para generar una nueva 
situación en materia de inversión en infraestructura vial en el país. Durante todo este tiempo hemos 
tratado de ser muy prudentes y no establecer calificativos. Creemos que va a haber un incremento, 
que ya se está notando, en la realización de obras y las respuestas a las necesidades que están 
planteadas en una red en la que no solo se repite lo que se hacía antes, porque el desafío no está en 
eso, sino en que tenemos que dar respuestas nuevas cuyo resultado redunde en un nivel superior en la 
calidad del servicio que se ofrece. Eso implica no solo proyectos que tengan en cuenta esta realidad — 
no solo con respecto a los recursos disponibles para poder cumplir con este desafío—, sino 
necesariamente el tiempo, porque el trabajo y el tiempo van de la mano para que se puedan ir 


concretando y visualizando y, seguramente, por esta vía se darán las respuestas necesarias. ¿Por qué 
digo esto? Porque comúnmente nos encontramos con gente que nos dice que esta ruta se hizo hace 
veinte o veinticinco años y no se tocó nunca más. Era lo habitual en el país; se hacía la caminería y las 
rutas, después que se refaccionaban, duraban largos períodos. 


¿Qué sucede ahora? Ahora esa duración ya no es posible, y en algunos casos son 
verdaderamente demolidas rutas que habían durado veinte, veinticinco y treinta años y que nunca 
habían llamado la atención. Y ¿por qué son demolidas? Porque, afortunadamente, el país multiplicó su 
producción, multiplicó el número de camiones que transporta esa producción, multiplicó la frecuencia y, 
además, también creció el peso de esos camiones y, por ende, la resistencia de las rutas. Hablo de 
rutas que nunca habían llamado la atención ni habían preocupado a los vecinos, que hacía veinte años 
que habían sido construidas. Como ejemplo puedo mencionar la ruta 55, que se nos transformó en un 
tormento desde Ombúes de Lavalle a la ruta 21 porque fue literalmente demolida, y cuando se quiso 
hacer un trabajo de mantenimiento para ir sosteniendo la situación mientras se encontraba una 
solución de fondo, también fue demolida la solución de mantenimiento. Todavía estamos peleando, 
mientras se sigue abriendo camino, un proyecto que va a motivar que en esa ruta y en una serie de 
rutas del país haya que levantar desde la base, construir una nueva base que esté preparada para el 
nuevo tránsito, el nuevo transporte que existe en el país, sobre la cual se construya la capa de 
rodadura. También afortunadamente, el asunto no va a terminar ahora; este año estamos teniendo un 
respiro en cuanto a que ha habido alguna merma en el volumen de carga transportada, pero esa 
merma va a estar terminando en los próximos meses —afortunadamente; lo reitero— y en el 2017 se va 
a retomar el camino de crecimiento, lo que conlleva un mayor desafío. 


Por lo tanto, tenemos que preparar una red vial con capacidad de respuesta a un nivel 
superior. En ese sentido, hay proyectos —podrán ver los que ya están definidos—, pero no solo sobre lo 
que queremos hacer, sino los llamados concretos de este año y del 2017. Algunos de ellos están en 
etapas preparatorias pero, por ejemplo, los que tienen que ver con la Corporación Vial del Uruguay ya 
están en marcha; los que tienen que ver con el rubro obras por administración, es lo que está 
planificado para el período 2016-2017 y, desde luego, habrá que hacer una gran cartera de proyectos 
para el lapso 2018-2019, y para dejar una tarea que nunca va a culminar. Se terminaron las obras de 
vialidad que se construyen y después estamos quince o veinte años esperando para tener otra 
intervención. Ahora va a haber un esfuerzo y una exigencia de mantenimiento permanente. Esto 
explica —de alguna manera- y justifica la estrategia de las PPP, por los márgenes fiscales, por cómo 
pesa el endeudamiento en las cuentas del país y también porque, como ven, estos proyectos están 
acompañados de mantenimiento a más de veinte años, lo que nos daría la posibilidad no solo de 
cambiar la realidad de la ruta en algunos lugares claves sino también asegurar un mantenimiento que 
nos permita ir atendiendo, mediante otros proyectos, la recuperación de otras áreas, de otras rutas, y la 
sustitución por caminos de mayor calidad. 


El senador hizo una pregunta muy concreta, basada en números; si a los 2.300 le resto 180 y 
lo divido, me da determinada cantidad. La verdad es que le disparo a convertir esto en un ejercicio 
matemático, aun reconociendo que es algo absolutamente legítimo. No es que este ministro no esté 
mirando —permanentemente— lo que dice el senador, pero las obras se desarrollan con otro 
ritmo y acumulación; creo que hay momentos en que vamos a estar por encima de estos más de 540 
requeridos y hay otros en los que notoriamente estamos por debajo. Estamos arrancando con ese 
proceso, que ni siquiera limito a los tres o cuatro andariveles de la presentación de vialidad, porque hay 
algunas otras obras que no están tenidas en cuenta en la estrategia general pero existen, suman y 
pesan. Por ejemplo, hace un rato alguien preguntó sobre el viaducto de la ruta 1, del acceso. Esa obra 
no está acá, no está en las PPP. Estamos promoviendo la obra y previendo su financiamiento para 
poder asegurarla, de manera de dar respuesta a una necesidad puntual que hace a la circulación del 
país y también al funcionamiento del área del puerto de Montevideo. Eso no está en esta cuenta y es 
uno de los proyectos que queremos y estamos comprometidos a empujar. Por suerte, ya hemos 
recibido algunas respuestas positivas del sector empresarial en tal sentido. 


En todo Paysandú se está hablando del acceso a su puerto y eso no figura acá, como 
tampoco en ningún renglón del presupuesto. Tenemos previsto respaldar la intención de la Intendencia 
de Paysandú de promover determinadas obras a través del mecanismo del fideicomiso. Por eso la 
acompañamos con inversiones que nos parecen fundamentales, de manera de dar respuesta a temas 
estratégicos de la ciudad de Paysandú. Esto está recogiendo los años 2016 y 2017; habrá otra etapa 


donde tendremos que ir ajustando el paso en función de las posibilidades, las necesidades y los 
avances que se vayan logrando. 


En lo que tiene que ver con la Corporación Vial del Uruguay, es cierto que se renegoció el 
contrato existente. ¿Para qué se renegoció? Para generar condiciones y espacio que nos permitieran 
abordar el avance y la atención de más de mil kilómetros a través de contratos financiados por la 
Corporación Vial del Uruguay. Luego voy a pedir a los compañeros de la Dirección Nacional de Vialidad 
que se refieran en forma concreta a algunos de estos temas. Lo que buscamos es ampliar nuestra 
capacidad de financiamiento para cumplir con este compromiso global que estamos procurando. Y en 
verdad, además de ser un gran apoyo porque nos ha permitido realizar decenas de llamados sobre la 
base de ese respaldo económico —que a lo largo de estos años ha ganado buen prestigio y se ha 
transformado en un instrumento valorado por todos, incluso por parte del sector empresarial—, según 
los datos que tenemos, el financiamiento que la Corporación Vial del Uruguay va a promover, en 
muchos casos a través de la emisión de papeles públicos, de bonos, en la Bolsa, está despertando una 
expectativa que va a tener muy buen respuesta. A su vez, no se percibe ninguna dificultad en la 
colocación de estos valores que serán el respaldo para que estos proyectos y los que se acumulen en 
2017, 2018 y 2019 tengan el financiamiento suficiente. 


Hay otras concesiones en el país —-pequeñas pero típicas— con privados, como es el caso de 
las rutas 5 y 8. 


En el caso de la concesión del Camino a las Sierras en la ruta 8, se ha extendido la inversión 
realizada por el concesionario y ya se perciben las obras, tanto en la recuperación de determinados 
tramos de dicha ruta como en la doble vía, donde ya comenzó el trabajo en Pando, desde la ruta 8 
hacia la ruta 11. Asimismo, hay algunos trabajos preparatorios —a partir del mes de setiembre se van a 
notar— en la doble vía de la ruta 101, desde el aeropuerto hacia la ruta 8, como resultados de la 
ampliación de esta concesión. En la ruta 5 tenemos una situación algo diferente, en la concesión que 
va hasta Mendoza en el departamento de Florida. Se habló mucho de que se atrasó el cruce a desnivel 
en las rutas 5 y 48, y que ello generaba perjuicio. ¿Qué pasaba? La empresa a cargo estaba 
trabajando en alguna de las rutas ubicadas en las zonas más castigadas que tuvo el país durante las 
inundaciones de abril. Allí teníamos un cuello de botella en cuanto a si autorizábamos a la empresa al 
retiro de todos los equipos para venir a cumplir con los plazos del contrato —tal como estaban 
establecidos— o si se abocaban a la finalización de las obras, como quería la empresa —justamente en 
la ruta 12, en Ombúes y ruta 55—, y optamos porque se terminara allá y luego se trasladaran a realizar 
el trabajo. Por lo tanto, así se está haciendo. El trabajo que se realice incluirá —aparte de la 
terminación del cruce a desnivel- un recapado de la ruta 5 hasta Progreso y un conjunto de obras 
auxiliares en distintas localidades del departamento de Canelones, como Las Piedras, Progreso y la 
propia ciudad de Canelones. 


Eventualmente existe la posibilidad de dar respuesta también a algunas necesidades que se 
plantean. Por ejemplo, para llegar a Canelones, recuerdo que hace diez años la ruta 5 tenía doble vía 
hasta la ciudad de Las Piedras. En la doble vía se había realizado un tramo en Progreso —kilómetro 30 
o 31- hasta Juanicó, pero no había conexión desde las Piedras a Progreso. Eso se terminó en el lapso 
anterior. Además esa ruta se mejoró en general. Pero ahora noto que la entrada principal de Canelones 
no es la que históricamente venía de la ruta 5 sino la rotonda con la ruta 11, donde se ha generado un 
nudo de circulación muy importante. Pues bien, la doble vía hasta la ruta 11 sería una necesidad. Es 
una obra que tiene sus exigencias y, según creemos, es una de las que ameritaría la ampliación de esa 
concesión. 


Ya que estamos hablando de esta zona —y como el señor senador Camy anduvo por ahí 
porque venía de San José por el puente del río Santa Lucía y la ruta 11—, cabe aclarar que estuvo 
planteada alguna vacilación respecto a por qué lado salir del puente a la ruta 11. Incluso se llegó a 
hacer algún trámite de expropiación buscando un baipás que devolvía la carga hacia la ruta 11 por la 
zona de Margat, Canelones, pero después nos encontramos con que en Canelones tampoco tenemos 
salida. 


Por lo tanto, estamos trabajando en eso y me lo confirmará el director nacional de Vialidad, 
porque creo que ya está avanzado y un primer tramo está comenzando; supongo que debe haber 


comenzado. Del puente se sale hacia la ruta 81 y de ahí hay que hacer una pequeña rotonda —está 
prevista ya la expropiación correspondiente—, se resuelve un diente que se genera en la salida y se 
sale hacia la ruta 5, y entonces se fortalece el tramo. Esto va a generar más exigencia en la rotonda 
de Canelones, en el cruce de las rutas 5 y 11. Ahí ya sacamos la carga definitivamente de las ciudades, 
lo que no quita que va a estar prevista la conexión interna por Margat, que va a permitir que los 
vehículos particulares que quieran pasar por las ciudades de Santa Lucía y de Canelones puedan 
hacerlo. Así que eso está previsto. 


Volviendo al tema, es cierto que hemos puesto mucho peso y esfuerzo en la modalidad de 
PPP. Ante todo, lo hemos hecho porque hay que publicitarias mucho, pues es una figura nueva no solo 
para el Gobierno, no solo para el Estado, no solo para el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
sino también para los operadores financieros y los empresarios. Ha habido mucha expectativa pero en 
el aire, porque cuando llega el momento de la concreción empiezan las dificultades. Tal vez, cuando 
este año se cumpla una primera etapa de utilización de la ley con sus decretos reglamentarios y sus 
experiencias en materia de financiamiento, sea un buen momento para hacer una pausa y analizar, con 
todo lo que se aprendió hasta ahora —tenemos una larga lista-, cuáles son las modificaciones a 
proponer a la propia ley, a los procedimientos a utilizar, a los plazos que ahí están contemplados. 
Incluso, podemos hacerlo en algunos aspectos reglamentarios, donde muchas veces hay un pasamano 
que necesariamente en la actividad administrativa hace perder tiempo, que ese tiempo desalienta y 
que después resulta muy importante. 


Ahora no tenemos otro instrumento que actuar con la ley que está vigente. Las 
reglamentaciones que procuraron ajustarse con el conocimiento que teníamos hace más de un año, 
dicen lo que dicen. Ese instrumento es de una enorme potencialidad para el país de aquí y para el 
futuro, pero tendremos que aprender no solo a usarlo, sino también a perfeccionarlo. Mientras tanto, el 
país también necesita reforzar sus volúmenes de inversión a través de este instrumento. Entonces, nos 
hemos propuesto —creo que hicimos bien; hay una lámina que ilustra expresamente hasta dónde 
hemos llegado y cómo seguimos— una estrategia con metas. Este año deben salir todos los proyectos 
de Participación Público Privada que vamos a lanzar al mercado y que tienen posibilidad de ejecutarse 
en este período que mencionamos acá. Los que pueden generar inversión para este período, los 
vamos a hacer ahora, con esta ley, con estas reglamentaciones, con estos plazos y con las dificultades 
que vamos observando de su aplicación; no tenemos otra opción. Lo contrario sería traer al Parlamento 
una discusión para prepararnos, pero muchas veces lo óptimo es enemigo de lo posible. Entonces, 
estamos llevando adelante lo posible, sin perjuicio de perfeccionar los instrumentos a futuro. 


Es cierto que en esta materia las respuestas han estado por debajo de las expectativas que 
en algún momento se generaron, pero también lo es que fueron respuestas sostenidas, esto es, cada 
uno de los proyectos tuvo una respuesta. Hubo empresas interesadas que manifestaron la voluntad de 
invertir y de gastar, porque hay que tener en cuenta que es una inversión para el que sale 
seleccionado, pero es gasto para los demás que se presentan. Y los gastos no son pocos cuando se 
trata de proyectos que comprometen a las empresas —que, en muchos casos, son de tradición familiar— 
por muchos años, años que tal vez la propia empresa no tenga de vida. Entonces, esto ha sido un 
proceso de aprendizaje. 


Nos hemos reunido reiteradamente con los representantes de la Cámara de la Construcción 
del Uruguay, con las empresas de la construcción y, últimamente, también tuvimos algunas reuniones 
con los trabajadores del Sunca para intercambiar datos e información. En el último tiempo hubo 
algunos comentarios públicos que decían que se había desalentado la actuación de las PPP y faltaban 
definiciones. Incluso, algún empresario hizo alguna declaración pública respecto a lo que le faltaba a 
este procedimiento. Entonces, en la última reunión con la Cámara de la Construcción del Uruguay y las 
empresas que la acompañaban, que eran unas cuantas —tal vez más de una decena-, y en la que 
estaba presente la persona que había hecho el comentario público, hablamos de una serie de asuntos 
y luego consideramos ese tema. Dijimos que también había que tener en cuenta el tema de la 
administración de los tiempos, las prórrogas y los plazos, porque algunos los imponen la ley y otros, 
no. Cuando recién largamos la iniciativa pensábamos presentar cada dos meses tres proyectos y el 
primer comentario que recibimos de las empresas fue que querían que presentáramos de a uno, 
porque si lo hacíamos de a tres estaban obligados a contratar tres equipos técnicos para trabajar a la 
vez y eso aumentaba los costos. Entonces, la sugerencia fue que fuéramos largando de a un proyecto. 


En esa oportunidad también dijimos que poníamos un plazo de 90 días porque el objetivo era 
llamar para todos los proyectos en 2016 —cosa que siempre sostuvimos—,; de lo contrario, no nos daba 
el tiempo. El tema es que ellos después solicitaran prórroga, nueva prórroga y posterior prórroga. 
Entonces, les preguntamos: ¿qué quieren que hagamos? ¿El plazo les resulta insuficiente? ¿Prefieren 
que se establezca un plazo mayor? En ese caso, no solicitarán prórroga. La respuesta unánime fue 
que no; que estaba bien así; hasta se rieron un poco; y casi que la respuesta terminó la reunión. 


En realidad, no sé si es una práctica nacional pero siempre ocurre que cuando estamos 
apenas a una semana de vencer el plazo, se advierte que falta algo, que se necesita más tiempo o que 
es necesario hacer una revisión. Entonces, se presenta la solicitud de prórroga. Si no lo contemplamos, 
obviamente corremos un riesgo no deseado: que no se presenten las empresas a la propuesta de 
licitación. 


Por eso, tratamos de ser flexibles para generar los espacios y, con rigor y buena 
administración de los tiempos, facilitar las presentaciones. 


Ahora bien; también se nos ha planteado, a veces a favor y a veces en contra, el tema de la 
participación de inversores extranjeros. Tal vez me quede corto, pero hemos recibido a decenas de 
representantes de empresas y grupos inversores que se interesan por las licitaciones. Me consta que 
Uruguay XXI se ha preparado para dar respuestas en el exterior. Nos han solicitado que hiciéramos 
algunos ajustes para facilitar la tramitación de la inscripción de las empresas, incluso, de la Cámara de 
la Construcción nos han llegado cartas en las que se nos alertaba sobre que debíamos hacer un 
esfuerzo para que las propuestas no favorecieran a los inversores extranjeros y desplazaran a las 
empresas nacionales. La verdad de la milanesa, y no tengo dudas, es que podrán haber situaciones 
excepcionales pero ningún grupo internacional se presenta si no es en asociación con alguna empresa 
local, con la que se consorcia. Tal vez ello se deba a que estos volúmenes tan importantes para 
nosotros no lo son tanto para una empresa que tiene que trasladarse con todo su know how al Uruguay 
O a que es insustituible el conocimiento de las empresas locales que manejan todo lo que tiene que ver 
con el relacionamiento, los hábitos, el momento y la forma de presentación de los documentos. El 
hecho es que las empresas extranjeras que han participado hasta ahora en las cotizaciones, lo han 
hecho asociadas con alguna empresa local. 


Por tanto, vamos a insistir en este camino para cumplir con la meta que nos fijamos y para 
que, terminado este ciclo, podamos habilitar el más amplio intercambio en el entendido de que ello nos 
permitirá perfeccionar un instrumento que tiene que servir al Uruguay del futuro. 


También hemos tenido otra experiencia. La única PPP que fue adjudicada —por decirlo así— 
que es la que llamamos cero, es la que se llamó en el período anterior. En este caso, desde hace 
algunos meses, a pesar de que está todo pronto, estamos tratando de resolver el contrato. El contrato 
tiene que resolverse no de la forma en que tradicionalmente se hacía un contrato en vialidad, sino que 
debe ser uno que tenga el visto bueno del financiador, que será el banco, la afap, etcétera. Esa es 
también una materia que tenemos que aprender. Tenemos la referencia de las cárceles, que es la única 
que a paso forzado se abrió camino, y creemos que ya estamos prácticamente prontos para cerrar la 
PPP cero. 


Después tenemos la PPP uno, que se encuentra en la última fase de definición. Incluye las 
rutas de Colonia y el puente de Carmelo. Luego tenemos la 2. Al respecto, hay cuatro empresas que 
están en el plazo inicial de cotización de ofertas. Estamos llamando y esperando ofertas —porque 
todavía queda bastante tiempo de plazo— para la ruta 14 oeste, que para mí es una de las PPP más 
importantes pero también de las más exigentes que tenemos por delante. Es, tal vez, el aporte para 
transformar las conexiones en el Uruguay. Junto con esa va una parejita, que es la 14 este, de Sarandí 
del Yi hasta Rocha. Todavía no se llamó. Por razones de volumen, de tamaño, se llamó en dos partes. 


También tenemos la ruta 26 pronta para llamarla como PPP. Estamos estudiando el asunto 
para ver si hacemos el llamado así como está. Tenemos un plazo para terminar de firmar los contratos, 
aunque se llame ahora, y por la necesidad de la ruta ya se han firmado dos contratos de recuperación. 
Tal vez hagamos dos llamados más para ir manteniendo la ruta 26 en buen nivel, mejorando el nivel 
actual, que es muy malo, mientras se procesa con tranquilidad el llamado de participación público 


privado. Y la PPP de la ruta 3 tiene una variante, porque algunos empresarios se presentaron con 
iniciativas privadas. La iniciativa privada está prevista en la ley de PPP como un instrumento, pero 
hasta ahora nunca se había aplicado. Las varias iniciativas privadas que se presentaron —el trámite 
empieza por la Corporación Nacional para el Desarrollo-, no lograron la calificación. Pero, en este 
caso, la doble vía de la ruta 3 sí logró la calificación. Pensábamos que íbamos a lograr acortar camino, 
pero la verdad es que después, en los hechos, no es tan así. Con relación a la iniciativa privada, creo 
que la empresa que la presentó está muy entusiasmada y comprometida en seguir adelante. 
Prácticamente estamos muy cerca de realizar el llamado público que, de todas maneras, debe hacerse. 
Eso implica la construcción de la doble vía entre las rutas 1 y 3 y un brazo de baipás desde la ciudad 
de San José hasta la ruta 11. Esto no incluye —y vale la pena que quede claro— el baipás para el otro 
lado, de la 11 hasta la 3 norte por Carreta Quemada. Creo que en eso está trabajando la Intendencia 
de San José. 


En líneas generales, a la Dirección Nacional de Vialidad le falta fuerza porque no tenemos 
técnicos suficientes para el volumen de obra que se prevé realizar. Hemos pensado en algunos 
instrumentos pero tenemos la dificultad de que cuando los funcionarios se califican, las empresas 
privadas se los llevan porque en buena medida se alimentan de los técnicos que forma la propia 
Dirección. A su vez, también es necesario reforzar la plantilla de obreros de esta repartición y para eso 
hemos tomado a 134 funcionarios que entrarán a trabajar en cualquier momento, aunque el trámite ha 
llevado su tiempo. Independientemente de las restricciones que se han dispuesto en cuanto a la 
cobertura de vacantes, creemos que en vialidad hay que hacer un esfuerzo para incorporar personal 
que esté en condiciones de dar seguimiento a un volumen de obra que aspiramos a que en el año 
2017 sea muy importante. 


SEÑORA CARLOMAGNO.- Quisiera hacer algunos comentarios con respecto al tema de la 
Corporación Vial y las razones de la diferencia que surge al comparar el contrato original con el nuevo. 
La modificación contractual tiene varios aspectos. Uno de ellos es el incremento de la malla 
concesionada, porque la original abarcaba aproximadamente unos 1.600 kilómetros y la nueva 
concesión agrega unos 1.000 kilómetros más, alcanzando un total de 2.680. ¿Cuál fue el objetivo? 
Poder atender la malla troncal del país con esta herramienta que había dado buen resultado. Estamos 
hablando de los corredores internacionales en su totalidad. 


La otra razón del aumento del convenio es que esta malla nueva de 1.000 kilómetros que se 
incorpora estaba en un nivel bastante inferior de condición de servicio y, por lo tanto, para rehabilitarla 
y llevarla al nivel de servicio del resto de la malla, se requiere un nivel mayor de inversión. 


Un tercer elemento que hace a la diferencia de números, es que el convenio modificado 
incorpora un monto de inversión de USD 387:000.000 que se va a destinar a la ejecución de 
rehabilitaciones en malla no concesionada —allí también puede haber una diferencia cuando 
hacemos los promedios—, de gestión presupuestal, fundamentalmente secundaria y terciaria que tenía 
un gran rezago de inversión y que viene soportando el aumento de carga. Con este monto se va a 
hacer un esfuerzo en su rehabilitación y esperamos poder concretarlo en el período. 


SEÑOR COLA.- Buenas tardes a todos. 


Básicamente, lo que podemos decir hoy sobre la ruta 30 es que tenemos un contrato que 
está en ejecución, que cubre el tramo ruta 5 — Masoller. Actualmente, se está trabajando en el tramo 
Tranqueras — ruta 5. Es una ampliación de ruta con una base estabilizada. En ese tramo vamos a 
hacer carpeta. 


En el resto de la ruta 30 están previstos varios contratos. Hay dos a punto de ser adjudicados; 
quizás en un mes se puedan estar firmando para hacer dos tramos nuevos. Asimismo, tenemos 
previsto en todo el período la ejecución de la rehabilitación completa de esa ruta. Paralelamente, hay 
tres puentes que son sumergibles, como el del arroyo Cuaró, que es un puente importante. Para llevar 
a cabo el proyecto hicimos una consultoría que se está terminando en estos días. La idea es que la 
ruta 30 quede totalmente rehabilitada con sus tres puentes principales insumergibles. 


Con respecto al baipás de Ecilda Paullier, efectivamente está en la etapa final de adjudicación. 
Es una obra de hormigón de seis kilómetros en total, que va a permitir sacar el tránsito de la ruta 1 del 
casco urbano de Ecilda Paullier. Estimamos que en aproximadamente un mes la obra esté adjudicada 
y se va a concretar su inicio antes de fin de año. 


En cuanto al puente Santa Lucía, en la ruta 11, estamos iniciando las obras en estos días y ya 
se están corriendo los alambrados. El tramo inicial es Santa Lucía — ruta 81 y el inicio del tramo 
siguiente seguramente se resolverá antes de fin de año; ya estamos elaborando el proyecto. La carga 
de ese tramo es importante, ya que es pesada y grande. El tramo se hará, en su totalidad, de 
hormigón, o sea que es una obra muy importante. 


SEÑOR CAMY.- Agradezco las tan completas respuestas que se han dado. 


Se ha hecho referencia a tres puentes insumergibles. ¿Estos requieren un trazado nuevo 
sobre esa base? Porque hemos aprendido que generalmente hay que modificar el trayecto. ¿Eso se 
hará en la parte del arroyo Cuaró, que es el más importante? 


SEÑORA GARCÍA.- Normalmente no se puede sustituir un puente sumergible y con gran 
sumergibilidad —como es el caso del arroyo Cuaró, del arroyo Tres Cruces— en el lugar. Esos puentes 
no suelen estar en la mejor ubicación porque seguramente se proyectaron y se diseñaron como 
sumergibles. Esto no es una imprevisión; los puentes que son sumergibles están diseñados así porque 
atendían a solucionar el tema en su momento. Como dije, no suelen estar en la mejor ubicación, pero 
además cuando están cercanos a lugares poblados generan terraplenes, que impactados en el propio 
lugar, sería imposible desde el punto de vista vial. Tanto el del arroyo Cuaró como el del arroyo Tres 
Cruces y su acompañamiento sumergible, están previstos en variantes. En el caso del arroyo Cuaró, la 
consultoría está analizando las diferentes alternativas de ubicación de esa variante, y en el caso del 
arroyo Tres Cruces, la variante está sobre la zona del puente ferroviario —-que aprovecha parte de la 
faja—, pero implica una parte de acceso. 


SEÑOR MINISTRO.- ¿Qué longitud tiene el puente sobre el arroyo Cuaró? 


SEÑORA GARCÍA.- La variante del Cuaró está estimada en el orden de los 4 kilómetros y la del arroyo 
Tres Cruces serían 3 kilómetros. Eso es lo que la consultoría va a definir con precisión en el caso del 
arroyo Cuaró y los puentes son de 400 metros uno y, en el otro, 200. Estamos hablando de obras muy 
importantes en cualquiera de los dos casos. 


SEÑOR HEBER.- Como estamos avanzados en la hora, no quiero retener a la comisión ni al señor 
ministro y pretendo cumplir con el horario establecido. Por lo tanto, trato de resumir y terminar con las 
preguntas que tengo por delante. 


Sobre este punto concreto de vialidad me quedan dos temas por plantear. En el planillado del 
año 2015 aparecen cero ejecuciones de puentes, no digo que sea así. Había una asignación de 106 
millones y no se ejecutó nada, según parece. Es un comentario. Podemos tomar la explicación del 
señor ministro en cuanto a lo que fue el presupuesto anterior y que fue parte de lo que explicó de los 
USD 180:000.000 gastados. Eso como comentario, no como pregunta. 


El otro comentario sobre vialidad es que los compañeros diputados nos comentaron que el 
señor ministro cuando concurrió a comisión ratificó que se piensa hacer una PPP en la avenida de las 
Instrucciones. Si eso es así, ¿es un regalo que le hacemos a la Intendencia Municipal de Montevideo? 
Si es un regalo, vamos a estar en dificultades porque los otros dieciocho departamentos van a pedir 
regalos, ¿no? Claro, eso es lo que va a pasar, pero si eso es así me gustaría que me hicieran algún 
comentario al respecto. Si va a haber PPP para Montevideo, van a pedir todas las intendencias del 
interior para hacer caminos y calles. Se abre una puerta que va a ser difícil cerrar, a no ser que se 
cometan injusticias. 


Ahora resumo un comentario sobre lo que resta del presupuesto de este inciso. 


Tenemos la confirmación de que el ministerio, en su organización, está muy atomizado 
porque, por ejemplo, para el tema ferroviario, tenemos cuatro actores: AFE, la Corporación Ferroviaria 
del Uruguay —que depende de la CND-, los Servicios Logísticos Ferroviarios y la Dirección Nacional 
Ferroviaria. Quisiera saber si el señor ministro tiene la intención de tratar de unificar para no tener 
cuatro actores, teniendo en cuenta que, lamentablemente, los resultados no son los esperados. ¿No se 
podrá racionalizar esto y bajar el número al menos a dos actores, uno dependiente del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y el otro de la CND? Creo que hay demasiada institución para los 
resultados obtenidos en esta materia. 


El otro tema tiene que ver al tema de los subsidios al transporte, sobre todo de los 
estudiantes. En la rendición de cuentas de 2015 se señala que se atendieron 57.000 estudiantes del 
interior y se gastó en ellos un subsidio del boleto de $ 300:000.000 que son, aproximadamente, USD 
11:000.000, mientras se gastaron $ 850:000.000 que son USD 32:000.000 por subsidio al boleto a 
estudiantes en Montevideo, no indicándose el número de estudiantes. Sí se indica que las empresas 
de transporte van a informar. Lo que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas respondió fue que se 
paga la misma cifra todo el año y que la aspiración era lograr que las empresas envíen información dos 
veces al año, pero no se tiene en cuenta las deserciones que en forma natural se dan — 
lamentablemente— en la enseñanza y se otorgan cifras globales y fijas. ¿Piensa el ministerio tener una 
acción más controlada como para que esto sea realmente un subsidio a los estudiantes y no a las 
empresas? Porque si baja la cantidad de estudiantes que utilizan el transporte urbano por el cual el 
Estado está haciendo un esfuerzo —no es la misma cantidad que empieza en marzo que la que termina 
a fin de año-, no parecería lógico que siguiéramos dándole la misma cifra; eso lo transforma en un 
subsidio a las empresas y no a los estudiantes. 


Entonces, concretamente, ¿piensa el ministerio ejercer un control más exacto de esto como 
para que en realidad sea un subsidio al boleto estudiantil? 


SEÑOR MINISTRO.- En cuanto a los puentes, como dije, en el año 2015 se hicieron obras con el 
presupuesto que estaba asignado, porque no hay otra forma de hacerlo. Sin embargo, debo señalar — 
no sé dónde vio el registro- que durante el 2015 se hicieron puentes: se construyeron los 
intercambiadores, el puente en Tranqueras, el puente sobre el arroyo Corrales, varios puentes en la 
ruta 7, y creo que cada uno de los proyectos tenía financiamiento de la Corporación Vial del Uruguay. 


SEÑOR HEBER.- En la información que tenemos no están. 


SEÑOR MINISTRO.- No sé por qué no están, pero los puentes están. Estos trabajos fueron hechos 
como complemento de las obras. 


Por otra parte, al comenzar este período de gobierno, los Gobiernos departamentales 
hicieron un acuerdo con el Poder Ejecutivo para coordinar con la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto todas las actividades de inversión que se desarrollan en los Gobiernos departamentales y 
que permite, de algún modo, canalizar los programas que antes administraba el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, además de otros programas que ya existían y algunos recursos 
adicionales. Esto sigue teniendo vigencia; hasta ahora ha venido funcionando así, lo que no impide que 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en función de las necesidades y posibilidades de 
desarrollo de la red de caminos y carreteras del país, no actúe, en algunos casos, sobre rutas 
departamentales. Es más, si los senadores se comunican con los distintos intendentes, van a encontrar 
esta norma, que en líneas generales hace depender las inversiones departamentales de su relación 
con la OPP; en muchos lugares tiene excepciones, en donde se realizan extensiones u otras acciones. 
Incluso, hace poco tiempo un intendente participó de una movilización que se realizó por parte de 
vecinos, quienes reclamaban la conexión entre dos puntos de su departamento, pero no advirtió que 
ese camino que se reclamaba no era jurisdicción del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, sino de 
él. Resulta que se guiaron por un cartel que está en esa ruta. El Ministerio, que normalmente da una 
mano cuando puede —esa es una instrucción que tienen los ingenieros regionales—, en ese lugar había 
realizado, ni más ni menos, que nueve kilómetros de riego asfáltico, aparte del perfilamiento de toda 
esa ruta, que tiene entre 20 o 22 kilómetros en total. Es verdad que estaba el cartel, pero eso no quiere 
decir que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas sea el dueño del país, sino que es dueño de lo 


que tiene que hacer. A veces no podemos responder a las demandas, pero cuando lo podemos hacer, 
damos una mano y no nos sacamos la foto. 


En el caso del camino de Las Instrucciones, la idea original —esto es personal- es que en el 
área metropolitana tenemos que mejorar la posibilidad de salida de la población hacia el interior. 
Demoramos muchas veces más tiempo procurando atravesar el área metropolitana que lo que 
después nos cuesta transitar la propia ruta. En función de eso es que estamos atentos para ver cómo 
ayudamos con algunos canales de salida. El camino de Las Instrucciones es la salida —junto con 
Belloni- que conecta con las rutas 6 y 7. Por eso entiendo que más que se justifica una acción en ese 
lugar, sin perjuicio de que todavía no está seguro que la incluyamos en el PPP correspondiente a esa 
zona. Esto viene bien para explicar por qué a veces es difícil transmitirles a ustedes un programa 
escrito porque cuando uno lo pone en papel, se le termina el margen para realizar algunas 
combinaciones que permitan, de repente, soluciones más ventajosas. Estamos analizando esa 
posibilidad, pero también la de utilizar algún contrato común sin los compromisos que significan el 
mantenimiento por 20 años, tratando de abrir ese canal que tiene dificultades y que genera perjuicios a 
quienes tienen la necesidad de salir para esas rutas. 


El tema de la recuperación del ferrocarril no creo que pase por el número de instituciones 
vinculadas al desarrollo. El senador mencionó cuatro y no sé si en el futuro habrá menos o más; existe 
la posibilidad de que sean más, pero no vamos hacia eso porque cumplen funciones diferentes. 


Una cosa es el papel de AFE, otra es el del servicio logístico y otra es la corporación 
paraferroviaria. La Dirección Nacional de Transporte Ferroviario  —que tiene una o dos personas-— es 
el vínculo mínimo que tiene el ministro con el modo ferroviario, porque comprenderán que tendría que 
andar yo directamente detrás del complejo tema ferroviario. 


Quiero respetar el tiempo de los señores senadores, pero tengo que agregar lo siguiente. 
Este ministro, en el año 2005, promovió la unificación de todo el modo ferroviario, que se había 
repartido en no sé cuántas partes porque se buscaban soluciones por parte del Gobierno y de los más 
diversos partidos. Sin embargo, llegó hasta donde llegó. 


A este ministro tampoco le fue bien en el primer período con todo el funcionamiento 
ferroviario concentrado. 


En esta segunda oportunidad, cuando llegué —por lo menos tuve la revancha- vi un nuevo 
sistema y me pareció que lo principal no era empezar a discutir qué forma institucional le daba, sino 
tratar de poner en marcha los objetivos que se tienen que cumplir con una AFE unificada y el ente 
autónomo pleno, o con las distintas instituciones que hemos nombrado. Me parece que hay un camino 
que recorrer antes de volver a discutir si tenemos que reorganizar la institucionalidad. Estamos a 
tiempo, pero todavía hay un camino por recorrer. 


Por último, si el señor presidente está de acuerdo, el señor Felipe Martín se referirá al tema 
del subsidio al boleto. 


SEÑOR MARTÍN.- Con respecto a la intervención que refiere al subsidio del boleto, efectivamente en 
el año 2015 se atendió un horizonte de unos 56955 alumnos, que fueron indistintamente transportados: 
17572 se trasladaron en servicios suburbanos, que abarcan la conexión de la capital con Canelones y 
San José; 11855, en servicios interdepartamentales de corta, media y larga distancia, y 27528 fueron 
atendidos por empresas del interior, reguladas directamente por las intendencias municipales. Eso 
totaliza unos 56955 alumnos, con un monto aproximado de $ 300:000.000. 


Simultáneamente, a través del otro programa, relacionado con aquellos estudiantes que 
viven alejados de los centros poblados, en lugares por donde no circulan líneas de servicios públicos 
de transporte colectivo, se atendieron 1825 alumnos, con una erogación del orden de los $ 40:000.000. 


Si el número de estudiantes no figura en la rendición de cuentas se trata de una omisión. 
Justamente en el caso particular de la intendencia de Montevideo, que trabaja con el sistema de tarjeta 


electrónica —que es lo que estamos intentando extender al conjunto del país, atendiendo naturalmente 
a un estudio particular de cómo son las situaciones en cada uno de los departamentos del interior—, el 
beneficio se obtiene por viaje efectivamente realizado. El estudiante recibe una tarjeta electrónica 
donde figuran los cincuenta viajes y solamente abona por los que efectivamente realizó. Ese es un 
mecanismo para administrar más responsablemente los subsidios a fin de que todos aquellos viajes 
que no fueron usufructuados en un mes, puedan completarse al cabo del otro hasta llegar a los 
cincuenta y, en última instancia, actúa de modo muy racional. 


Hoy tenemos implantado este sistema en Montevideo, en el área metropolitana y en los 
servicios suburbanos, y este año lo estamos extendiendo a Canelones. Ya hemos iniciado una ronda 
de consulta de trabajo, tanto con autoridades de la enseñanza como con las dieciocho intendencias, 
para ir viendo la posibilidad de extender esta modalidad que tiene, diría, un fin importante, que es el de 
ordenar un beneficio que efectivamente vaya al beneficiario —ese es nuestro interés— y, en otro orden 
de cosas, favorezca y genere la cultura de utilizar los servicios públicos de transporte para lo que 
representa la contratación de viajes diarios masivos como una forma de colaborar a mejorar los niveles 
de ocupación económica que tienen las líneas de transporte en el interior. 


Esta política pública no es la única que financia lo que tiene que ver con un servicio, pero 
colabora porque fomenta el transporte de alumnos de primero y segundo ciclo con un sistema de 
subsidios. Si no viajaran, quizás no todas las familias que hoy están cubiertas tendrían la posibilidad de 
mandar a sus hijos a estudiar en esta modalidad. 


Por lo tanto, nos parece que esta es una política que tiene un muy alto impacto social. 
Estamos trabajando también con las autoridades de la enseñanza porque el decreto es bien claro en 
cuanto a que quien instrumenta el beneficio son las instituciones educativas. Por lo tanto, el alumno, 
así como se anota en el liceo, también se inscribe para recibir el beneficio. Bien vale el esfuerzo, más 
allá de que quizá los niveles de deserción no guardan relación con la erogación que representa esta 
inversión. Igualmente nos parece que en dos oportunidades en el año —la primera es cuando se hace la 
inscripción y la segunda, mientras transcurren las vacaciones de julio- es bueno que se pueda 
instrumentar ese control que hoy tienen ciertas instituciones de algunos departamentos, pero que no 
llegan a totalizar el universo de más de doscientas cincuenta instituciones que hoy están participando 
de este beneficio. 


SEÑOR CAMY.- Simplemente quiero hacer un comentario sobre lo que nos relataba el director 
nacional de Transporte, señor Felipe Martin. Queremos destacar esa política social que ha ido 
abarcando áreas muy importantes del país, a mi juicio con éxito. 


De la lectura del material que tenemos había escrito que USD 10:000.000 
aproximadamente son para atender unos 57.000 estudiantes —si bien el señor director nos indica que 
son exactamente 56.955-—, USD 28:000.000 para los traslados del interior, USD 28:000.000 
para los traslados a Montevideo —no hay un número específico—- y USD 1:300.000 aproximadamente 
para el traslado de alumnos en zonas rurales del país, 1825, según señala el director. 


En el marco del rescate de esta política social, quisiera ver de qué manera se pueden 
equilibrar los montos en el sentido de dar cobertura —con el mismo espíritu que se hizo para los 
estudiantes del interior genéricos y los del área metropolitana de Montevideo a los estudiantes del 
interior profundo, que comprende 1825 alumnos, porque quedan algunos a los que realmente se les 
cortan las posibilidades de estudiar. Apelo a la lógica social con que se ha encarado porque, como 
muchas veces sucede en las discusiones parlamentarias, esto termina siendo en función de cómo lo 
analicemos. Si nosotros dividimos la cifra que nos daba el director por la cantidad de alumnos, se 
podría pensar que está bien cubierto y no hay desequilibrios, porque si con aproximadamente USD 
10:000.000 se atiende a 57.000 alumnos, los USD 1:300.000 para 1825 nos da como resultado 
que está hasta de más asumido el esfuerzo en favor de estos alumnos. Si el ánimo fuera el que no es — 
esto es, de confrontar o hacer un análisis político de esto— también podría decir que los recursos del 
fideicomiso salen del gasoil y el gasto por este concepto es significativamente mayor en el interior que 
en Montevideo y mucho más en el interior profundo. 


Creo que acá hay precisamente una óptica social. Me consta que el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas ayuda en estas situaciones que son muy particulares. Justamente, creo que la 
dificultad es que no hay un patrón único. Hay intendencias que apoyan en un cien por ciento; otras que 
no apoyan y a mi juicio deberían hacerlo; a veces están comprometidos dos gobiernos 
departamentales porque hay tránsito interdepartamental; y otras, lo hace uno, pero no el otro. 
Generalmente en los caminos que se utilizan no hay transporte público y eso encarece porque hay que 
alquilar una camioneta que a veces viene de muy lejos. 


Simplemente, al tiempo que destaco el ánimo de la política social pido que, en lo posible, se 
equilibren los montos asignados en favor de esos bolsones que van quedando. Nos consta la celeridad 
con que a veces se solucionan estos temas. Sé que el propio director nacional hace pocos días, por 
disposición del ministro, llamó a la intendencia del departamento de San José porque veintitrés 
alumnos anunciaron que este mes dejarían de concurrir al liceo de Colonia que les queda a 200 
kilómetros de distancia. Por la comprensión que tienen del tema, me gustaría que se buscara la forma 
de promover un equilibrio o un desequilibrio “según como se vea- que brinde la posibilidad de seguir 
estudiando a muchachos que están muy alejados de los centros urbanos. 


Simplemente quería hacer esa consideración a la vez que agradezco la comparecencia del 
ministro, el subsecretario, los directores y demás asesores, y las respuestas brindadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor ministro y todo su equipo. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 13:48). 
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